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LA TITULARIDAD EN LOS DERECHOS DIFUSOS, DERECHOS 
PERSONALES Y DERECHOS COLECTIVOS POR DAÑO AMBIENTAL. 
 
Las normas jurídico-positivas, son supuestos genéricos que se aplican en relación a los 
contextos de hechos y actos sociales determinados.  Es a través de las normas legales que se 
instituye la titularidad de derechos, como es el caso de la disposición constitucional que 
establece los Derechos de La Naturaleza, bajo esta denominación genérica que torna difusa 
tanto a la entidad material titular de esos derechos, como a la titularidad para el ejercicio de los 
mismos. Este ámbito jurídico-constitucional de los derechos difusos de La Naturaleza y de las 
viabilidades para ejercerlos, se dilucida en el presente trabajo de investigación jurídica. 
 
 
PALABRAS CLAVES:  
Naturaleza 
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IN THE DIFFUSE OWNERSHIP RIGHTS, PERSONAL RIGHTS AND 
COLLECTIVE RIGHTS FOR ENVIRONMENTAL DAMAGE. 
 
Legal positive regulations ire generic supposed applied in relation to factual contexts and 
given social acts. Rights holding are instituted through legal regulations, as the use of the 
constitutional provisions that established Nature rights. Base don such generic denomination, 
the holder material entity becomes diffuse, as well as legality to use them. Such legal- 
constitutional field of diffuse Nature Rights and feasibility to execute them are explained in the 









Responsibility for damage 
 
 
I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have 
prepared the attached translation from the original in the Spanish language to the best 






La presente investigación tiene por objeto fundamentar los contenidos teórico-jurídicos, y 
doctrinarios, de LA TITULARIDAD EN LOS DERECHOS DIFUSOS, DERECHOS 
PERSONALES Y DERECHOS COLECTIVOS POR DAÑO AMBIENTAL. 
El tema surge en vista de que La Naturaleza, en su conjunto y como un  todo universal, fue 
elevada a la categoría jurídica de Sujeto de Derechos constitucionales; y, por lo tanto, tales 
Derechos abarcan una amplitud sobreentendida, pero en cierto modo indefinible. Estas 
indefinibilidad, puede tornar ambiguo al concepto jurídico ya que casi no hay una objetividad 
real; de allí que en la doctrina jurídica se hable de un derecho completamente difuso, tanto en el 
entorno jurídico-constitucional como en el contexto particular del Derecho Ambiental. 
En efecto, si se miran las cosas del entorno natural, se puede constatar que todos los seres 
humanos, y todas las especies del universo (orgánicas e inorgánicas) forman parte de la 
naturaleza, de modo que deviene en sujeto de derechos hasta una micro-partícula atómica y el 
entorno o contexto en que subiste como tal. 
Pero, de otro lado, todas las personas que pueblan este Universo, y otros seres orgánicos 
dentro de su respectivo ciclo dialéctico de subsistencia, causan deterioros a la naturaleza y, por 
ende, afectan al Medio Ambiente. Sin embargo,  los seres humanos, al par que sujetos de 
derechos dentro del contexto jurídico de La Naturaleza, son, al mismo tiempo, los agentes que 
mayor daño directo y profundo la pueden causar (de hecho la estamos causando en forma 
incesante y continua); pero no sólo eso, sino que tales daños se causan a La Naturaleza con un 
claro nivel de consciencia, con intencionalidad y hasta con dolo, en aras del utilitarismo que 
compite incesantemente dentro de este mundo global. 
La estructura formal del trabajo investigativo está conformada por seis capítulos, el primero 
de los cuales trata sobre El Problema, su contextualización macro, meso y micro; análisis 
crítico, prognosis; delimitación del objeto y de las unidades de observación; trazo de los 
objetivos y de la justificación. 
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El segundo capítulo aborda el Marco Teórico, partiendo de los Antecedentes  Investigativos, 
las Fundamentaciones  Filosófica, Jurídica, Doctrinaria, Legal-positiva, Sociológica o Social y 
Teórico – Científica; formula la hipótesis y determina las variables. 
El tercer capítulo establece el marco metodológico de la investigación partiendo de su  
Modalidad básica, consigna luego el Nivel o Tipo de investigación, establece la Población y la 
muestra, determina la Matriz de Operacionalización de variables y las Técnicas e instrumentos  
para la  recolección de datos; y formaliza tanto el Procedimiento de la Investigación, como el 
Procesamiento de la Información. 
El cuarto capítulo expone la interpretación y el análisis de los resultados en base a los datos y 
la información obtenida por medio de las encuestas, con lo que se verifica si se cumplieron los 
objetivos y si se comprobó la hipótesis. 
En el quinto capítulo se establecen las pertinentes conclusiones y recomendaciones. 










LA TITULARIDAD EN LOS DERECHOS DIFUSOS, DERECHOS PERSONALES Y 
DERECHOS COLECTIVOS POR DAÑO AMBIENTAL. 
1.2. Planteamiento del problema 
El problema que confronta a “LA TITULARIDAD EN LOS DERECHOS DIFUSOS, 
DERECHOS PERSONALES Y DERECHOS COLECTIVOS POR DAÑO AMBIENTAL” radica 
en que, constitucionalmente, se instituyó a La Naturaleza como sujeto de derechos, y ello 
significa que ésta, por sí misma, tiene la Titularidad o PERTENENCIA de tales derechos para 
que los haga suyos, los defienda, exija el cumplimiento de los mismos y proponga las acciones 
judiciales por las afectaciones de que pudiera ser víctima. 
Pero no resulta nada fácil determinar los ámbitos jurídicos que pueden abarcar a La 
Naturaleza como titular de sus derechos constitucionalmente reconocidos; y, dentro de ella, a 
los Derechos al Medio Ambiente y a la conservación o reparación de los daños genéricos y/o 
específicos que se lo puede causar, habida cuenta que toda actividad humana, por simple que 
parezca, deteriora el Ambiente de manera grave e incesante. 
El problema se agrava puesto que la difusividad de tales Derechos de La Naturaleza, puede 
determinar que ellos no se cumplan y que, por lo tanto, el establecimiento de dicha titularidad de 
derechos quede como simple declaración abstracta-hipotética, según ha ocurrido a lo largo de la 
historia jurídica con múltiples derechos, incluso con aquellos inherentes a las personas. 
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Uno de los ejemplos más evidentes sobre la declaratoria de derechos que no se habilitan ni se 
cumplen en la realidad se halla en la propia declaración originaria de los derechos del hombre y 
del ciudadano por parte de la Asamblea Constituyente de Francia, allá por el 23 de agosto de 
1789.  En esta Declaración se determina que:  
“Los representantes del pueblo francés, constituidos en Asamblea nacional, considerando 
que la ignorancia, el olvido o el menosprecio de los derechos del hombre son las únicas 
causas de las calamidades públicas y de la corrupción de los gobiernos, han resuelto 
exponer, en una declaración solemne, los derechos naturales, inalienables y sagrados del 
hombre, a fin de que esta declaración, constantemente presente para todos los miembros 
del cuerpo social, les recuerde sin cesar sus derechos y sus deberes; a fin de que los actos 
del poder legislativo y del poder ejecutivo, al poder cotejarse a cada instante con la 
finalidad de toda institución política, sean más respetados y para que las reclamaciones de 
los ciudadanos, en adelante fundadas en principios simples e indiscutibles, redunden 
siempre en beneficio del mantenimiento de la Constitución y de la felicidad de todos.” 
(Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, 2008) 
 
 
Sin embargo, y a pesar de ser muy claros los postulados jurídicos allí expuestos, en dicha 
Declaración, con la denominación genérica de “hombres”, que en apariencia pretende ser 
universal y que comprendería a todo el género humano; pero ocurrió que en la realidad, con 
dicho concepto genérico no se hizo referencia a las mujeres, como lo probaría un año más tarde 
Olimpia de Gouges, quien fue encarcelada por redactar “los Derechos de LA MUJER y de La 
Ciudadana”, que en realidad era la misma de la Asamblea Francesa, solamente cambiada de género: a 
lo largo del texto, en vez “hombre” ella puso “mujer”*. (Cfr. Soboul, 1992, pág. 327) 
Entonces, no es muy operativo, ya en términos jurídico-objetivos, determinar en qué mismo 
radican los Derechos de La Naturaleza ni cómo va a ostentarlos o ejercerlos. He ahí su carácter 
difuso, un tanto impreciso, casi indeterminado y que puede generar (o de hecho genera) 
confusiones jurídico-substantivas o jurídico-procesales, en términos análogos a lo que sucedió 
con los ejemplificados “derechos del hombre y del ciudadano”. 
Y es que La Naturaleza, a la misma que, además, se la conceptualiza bajo los ámbitos 
jurídico-cognoscitivos de la Pacha Mama, como fuente del Buen Vivir y/o del Sumak kawsay, 
es un concepto demasiado amplio, que abarca el sentido de multi-etnicidad, inter-etnicidad y 
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pluri-culturalidad, que complica aún más los contextos jurídicos; y, precisamente, los torna 
difusos; o se podría decir: borrosos dentro de un amplio espectro conceptual. 
Como se podrá apreciar cada uno de los aspectos o contenidos de aquello que se denomina 
“el ambiente”, y más aún de La Naturaleza, podría abarcar toda una Tesis; y sin embargo, 
podrían existir muchos otros puntos de vista que amplíen aun más las formulaciones o 
contradigan las propuestas. 
Esa amplitud, vastísima, del concepto jurídico-constitucional sobre La Naturaleza, y del 
Medio Ambiente como parte de ella, determina que tales derechos se conviertan en 
DIFUSOS que es como los tratadistas han empezado a denominarlos. 
“Los derechos difusos, llamados así por su semejanza con valores no siempre 
cuantificables o definibles a través de las categorías tradicionales, aparecen en esta época 
como extensión de aquellos valores que nos legaron tiempos pasados, tales como las 
garantías llamadas de primera generación, aquellas de que hablaron los adalides de la 
revolución francesa con sus postulados de igualdad, fraternidad y libertad…” (Aguirre 
Caballero, 2007; Cfr. Soboul, 1992) 
 
 
Ahora bien, en  medio de aquel impreciso ámbito jurídico ¿Quién es, o puede ser, el real 
Titular de un Derecho Difuso; y cómo, o de qué manera concreta, pueden arrogarse las 
facultades legales, ya sean personales o colectivas, para reclamar o exigir su cumplimiento o 
reparación de tales Derechos Difusos? 
He allí el problema que abordará la investigación presente, para determinar cómo es que se 
pueden o se deben, ejercer los derechos personales o colectivos, a fin de que se cumplan 
aquellos Derechos Difusos del Ambiente, ya en ejercicio de un Derecho Personal, o ya como 





1.3. Contextualización Macro 
1.3.1. Sustento jurídico-conceptual de las Sociedades Multi-Nacionales 
contaminadoras 
Al imponerse un sistema de apropiación privada de los recursos fundamentales de la 
naturaleza por parte de gigantescas sociedades multinacionales, bajo una institucionalización 
globalizada que además se controla por medio de los organismos técnicos especializados de la 
propia Organización de las Naciones Unidas, lo que resalta como supuestos hipotéticos, 
elevados a la categoría de Principios jurídicos, es el simple interés de lucro de dichas 
Sociedades, a costa de todo: 
a) De la depredación de La Naturaleza; 
b) De la contaminación más acelerada; 
c) Del daño más profundo al medio ambiente; 
d) De la destrucción de los nichos ecológicos; 
e) Del daño planetario a la capa de ozono, al punto de convertir a las Zona Ecuatoriales de 
la Tierra, en verdaderos centros cancerígenos de la piel, por el elevado índice de 
filtraciones de rayos ultravioletas (que en ciudades como Quito y toda la Región 
Interandina de Ecuador llega al triple del nivel máximo permitido sobre dichas 
filtraciones); y, 
f) En fin, a las sociedades multinacionales no les importa la vida de los pueblos, de su 
hábitat, de sus recursos, de su medio ambiente.  Lo que vale para ellas es el simple afán 
de lucro, de saqueo, de depredación. 
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En base a este reconocimiento objetivo de la realidad que vive nuestro Planeta en su 
dimensión profunda, intrínseca, de la explotación de sus recursos, es que se puede constatar que 
toda institución o entidad jurídica tiene un ámbito funcional establecido por el Derecho Positivo, el 
mismo que marca los entornos materiales, conceptuales y doctrinarios dentro del cual debe operar y 
tener un tipo de intereses específicos, aunque por lo general ocultos. 
Es precisamente para ocultar los intereses señalados, que a mediados del siglo pasado se puso en 
boga la denominada Teoría Pura del Derecho, la misma que ha impuesto un sistema lógico-jurídico 
de análisis normativo, en base a la abstracción del contenido de cada norma legal.  Al punto que, 
según esta teoría, una norma debe ser analizada por su simple validez lógica abstracta, sin 
considerar, para nada, sus conexiones con la realidad social, cultural, económica, financiera, etc. 
“La Teoría pura del derecho constituye una teoría sobre el derecho positivo; se trata de 
una teoría sobre el derecho positivo en general, y no de una teoría sobre un orden jurídico 
específico. Es una doctrina general sobre el derecho, y no la interpretación de normas 
jurídicas particulares, nacionales o internacionales. 
 
Ofrece, sin embargo, también una teoría de la interpretación. En cuanto teoría pretende, 
exclusiva y únicamente, distinguir su objeto. Intenta dar respuesta a la pregunta de qué sea 
el derecho, y cómo sea; pero no, en cambio, a la pregunta de cómo el derecho deba ser o 
deba ser hecho…” (Kelsen, 1982, pág. 15) (las negrillas son del autor) 
 
 
Por consiguiente, al amparo de esta teoría, lo que importa son los contenidos de las normas 
jurídicas en sí, y no los intereses de quienes las elaboran o impulsan para que se las elabore.  
Entonces, dentro del ámbito jurídico que nos ocupa, debiéramos analizar únicamente las normas 
positivas atinentes al derecho ambiental, sin importar, por ejemplo: 
a) Quiénes contaminan; 
b) El porqué de esa contaminación; 
c) La consecuencias de tal contaminación para la vida del Planeta Tierra; 
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d) Los efectos de la destrucción planetaria para la habitabilidad de la materia orgánica: 
vegetal, zoológica y humana; y, 
e) Las consecuencias de la destrucción planetaria por parte de sus principales responsables 
a nivel global: las sociedades multinacionales. 
De allí que en el presente análisis de investigación jurídica, la visión macro, meso y micro 
deba apartarse de la generalidad impuesta como sustento básico del pensamiento jurídico post-
moderno: esta denominada teoría pura del derecho; y que, por lo mismo, de ponga a  
descubierto los entretelones de fondo que provocan la destrucción de la naturaleza, hoy 
reconocida constitucionalmente como sujeta de derechos. 
Es indispensable, por consiguiente, revelar manifiestamente dónde se encuentran las 
principales causas de la contaminación ambiental, dónde están los principales responsables del 
daño planetario y por qué no son suficientes las clásicas “recomendaciones” que se hacen en 
trabajos sobre materia ambiental: que no se boten papeles o que se clasifique la basura, cuando 
las propias multinacionales impulsan un sistema jurídico de privatizaciones hasta de la 
recolección de basuras; y bajo tal esquema es imposible clasificarla. 
Y no porque el hecho de que se tenga cuidado individual de no contribuir a la contaminación 
sea intrascendente, se debe impulsar ese cuidado; pero no es ése el problema fundamental. De 
nada sirve que toda la población del mundo “ponga la basura en su lugar” y que hasta la 
clasifique o recicle todos los desperdicios de materiales orgánicos e inorgánicos, cuando en una 
sola hora, las factorías de los Estados Unidos, o de cualquier otro país industrializado arroja 
alrededor de cinco millones de metros cúbicos de gas carbónico a la atmósfera, con evidente 
perjuicio para la capa de ozono. 
“El ozono, ubicado en la Estratosfera como capa entre 15 y 30 km. de altura, se acumula 
en la atmósfera en grandes cantidades, y se convierte en un escudo que nos protege de la 
radiación ultravioleta que proviene del sol haciendo posible la vida en la Tierra. 
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“Durante los últimos años, la capa de ozono, se ha debilitado formando un verdadero 
agujero, que en algunos sectores ha producido disminuciones de hasta el 60% en la cantidad 
de ozono estratosférico… 
“El nivel excesivo de la radiación UV (especialmente la A y la B) que llegue a la superficie 
de la Tierra puede perjudicar la salud de las personas, en patologías como: aparición de 
cáncer de piel; lesiones en los ojos que producen: cataratas, la deformación del cristalino o la 
presbicia; y deterioro del sistema inmunológico, influyendo de forma negativa sobre la 
molécula de ADN donde se ven afectadas las defensas del cuerpo, las cuales generan un 
aumento en las enfermedades infecciosas, que pueden aumentar tanto en frecuencia como en 
severidad, tales como: sarampión, herpes, malaria, lepra, varicela.” (Cabrera, 2007, pág. 5)   
1.3.2. El ámbito macro-jurídico de los Instrumentos Internacionales sobre el 
Derecho Ambiental 
Frente a las realidades concretas que se acaban de visualizar es que la nueva constitución 
vigente en el Ecuador, ha reconocido derechos específicos a La Naturaleza, conceptualizándola 
como la Pacha Mama, es decir como un ente vivo por sí mismo y como fuente de vida al misma 
tiempo, en sentido dialéctico, porque dentro de su entorno, el único de nuestro sistema solar, se 
genera la vida orgánica, en una relación de ciclos vitales donde cada cuerpo, cada partícula, 
cada molécula, cada átomo en inter-relación armónica, va creando multiplicidades de ciclos 
ecológicos que se inter-relaciones e interconectan. 
Esta corriente neo-constitucional impuesta por el Ecuador, se ha trazado en vista de los 
hechos inobjetables que se han constatado en el subtema anterior; y porque no han sido 
suficientes ni eficaces, la serie de reuniones internacionales que se han llevado a cabo desde la 
Cumbre de la Tierra de 1990, reunión que tuvo la relevancia debida para el desarrollo de la 
consciencia mundial sobre el daño ambiental, y la necesidad de frenar, si no eliminar, las causas 
que generaban tal daño. 
En apego a la realidad, se debe señalar que el primer instrumento jurídico que existe en 
materia de derechos del medio ambiente, con validez para el Derecho Internacional Público, es 
la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente Humano, 
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realizada en Estocolmo, 5 al 16 de junio de 1972.  A ella es indispensable referirse por su 
trascendencia inicial; ya que en dicha Conferencia se resumen los contenidos fundamentales y 
los lineamientos a los que debe sujetarse esta nueva Rama del Derecho sobre el Medio 
Ambiente: 
“Atenta a la necesidad de un criterio y principios comunes que ofrezcan a los 
pueblos del mundo inspiración y guía para preservar y mejorar el medio ambiente 
humano. 
“Proclama: 
“1. El hombre es a la vez obra y artífice del medio que lo rodea, el cual le da el sustento 
material y le brinda la oportunidad de desarrollarse intelectual, moral, social y 
espiritualmente. 
“En la larga y tortuosa evolución de la raza humana en este planeta se ha llegado a una 
etapa en que, gracias a la rápida aceleración de la ciencia y la tecnología, el hombre ha 
adquirido el poder de transformar, de innumerables maneras y en una escala sin precedentes, 
cuanto lo rodea. 
“Los dos aspectos del medio ambiente humano, el natural y el artificial, son esenciales 
para el bienestar del hombre y para el goce de los derechos humanos fundamentales, incluso 
el derecho a la vida misma. 
“2. La Protección y mejoramiento del medio ambiente humano es una cuestión 
fundamental que afecta al bienestar de los pueblos y al desarrollo económico del mundo 
entero, un deseo urgente de los pueblos de todo el mundo y un deber de todos los gobiernos. 
“3. El hombre debe hacer constante recapitulación de su experiencia y continuar 
descubriendo, inventando, creando y progresando. 
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“Hoy en día, la capacidad del hombre de transformar lo que lo rodea, utilizada con 
discernimiento, puede llevar a todos los pueblos los beneficios del desarrollo y ofrecerles la 
oportunidad de ennoblecer su existencia. 
“Aplicado erróneamente o imprudentemente, el mismo poder puede causar daños 
incalculables al ser humano y a su medio. 
“A nuestro alrededor vemos multiplicarse las pruebas del daño causado por el hombre en 
muchas regiones de la Tierra: niveles peligrosos de contaminación del agua, el aire, la tierra y 
los seres vivos; grandes trastornos del equilibrio ecológico de la biosfera; destrucción y 
agotamiento de recursos insustituibles y graves deficiencias, nocivas para la salud física, 
mental y social del hombre, en el medio por el creado, especialmente en aquel en que vive y 
trabaja. 
“4. En los países en desarrollo, la mayoría de los problemas ambientales están motivados 
por el subdesarrollo. 
“Millones de personas siguen viviendo muy por debajo de los niveles mínimos necesarios 
para una existencia humana decorosa, privadas de alimentación y vestido, de vivienda y 
educación, de sanidad e higiene adecuadas. 
“Por ello, los países en desarrollo deben dirigir sus esfuerzos hacia el desarrollo, teniendo 
presente sus prioridades y la necesidad de salvaguardar y mejorar el medio. 
“Con el mismo fin, los países industrializados deben esforzarse por reducir la distancia 
que los separa de los países en desarrollo. 
“En los países industrializados, los problemas ambientales están generalmente 
relacionados con la industrialización y el desarrollo tecnológico. 
“5. El crecimiento natural de la población plantea continuamente problemas relativos a la 
preservación del medio, y se deben adoptar normas y medidas apropiadas, según proceda, 
para hacer frente a esos problemas. 
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“De todas las cosas del mundo, los seres humanos son lo más valioso. Ellos son quienes 
promueven el progreso social, crean riqueza social, desarrollan la ciencia y la tecnología y, 
con su duro trabajo, transforman continuamente el medio ambiente humano. 
“Con el progreso social y los adelantos de la producción, la ciencia y la tecnología, la 
capacidad del hombre para mejorar el medio se acrecienta cada día que pasa. 
“6. Hemos llegado a un momento de la historia en que debemos orientar nuestros actos en 
todo el mundo atendiendo con mayor solicitud a las consecuencias que puedan tener para el 
medio. 
“Por ignorancia o indiferencia, podemos causar daños inmensos e irreparables al medio 
terráqueo del que dependen nuestra vida y nuestro bienestar. 
“Por el contrario, con un conocimiento más profundo y una acción más prudente, podemos 
conseguir para nosotros y para nuestra posteridad unas condiciones de vida mejores en un 
medio más en consonancia con las necesidades y aspiraciones de vida del hombre. 
“Las perspectivas de elevar la calidad del medio, de crear una vida satisfactoria son 
grandes. Lo que se necesita es entusiasmo, pero, a la vez, serenidad de ánimo trabajo afanoso, 
pero sistemático. 
“Para llega a la plenitud de su libertad dentro de la naturaleza, el hombre debe aplicar sus 
conocimientos a forjar, en armonía con ellas un medio mejor. 
“La defensa y el mejoramiento del medio ambiente humano para las generaciones presentes 
y futuras se han convertido en meta imperiosa de la humanidad, y ha de perseguirse al mismo 
tiempo que las metas fundamentales ya establecidas de la paz y el desarrollo económico y 
social en todo el mundo, y de conformidad con ellas. 
“7. Para llegar a esa meta será menester que ciudadanos y comunidades, empresas e 
instituciones, en todos los planos, acepten las responsabilidades que les incumben y que todos 
ellos participen equitativamente en la labor común. 
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“Hombres de toda condición u organizaciones de diferente índole plasmarán, con la 
aportación de sus propios valores o la suma de sus actividades, el medio ambiente del futuro. 
“Corresponderá a las administraciones locales y nacionales, dentro de sus respectivas 
jurisdicciones, la mayor parte de gran escala sobre el medio. 
“También se requiere la cooperación internacional con objeto de llegar a recursos que 
ayuden a los países en desarrollo a cumplir su cometido en esta esfera. 
“Y hay un número cada vez mayor de problemas relativos al medio que, por ser de alcance 
regional o mundial o por repercutir en el ámbito internacional común, requerirán una amplia 
colaboración entre las naciones y la adopción de medidas para las organizaciones 
internacionales en interés de todos.” (Organización de las Naciones Unidas. Conferencia para 
el Medio Ambiente Humano, 5 al 16 de junio de 1972.) 
Como se puede apreciar, se trata de una clara toma de consciencia respecto a los problemas 
que hemos podido anotar, resumidamente, en el acápite anterior, para transformar, esos hechos, 
en verdaderos problemas jurídicos, y para convertir a la naturaleza, bajo el concepto restringido 
de Ambiente, en sujeta de los derechos inherentes a su conservación. 
Sin embargo, el hombre es obra del medio ambiente que le rodea y artífice de él, por el 
evidente dominio que ejerce sobre la naturaleza; y su ceguera ideológico-religiosa, propia del 
mundo occidental y cristiano, le ha llevado a “enseñorearse” conforme al mandato bíblico, y a 
realizar verdaderos actos de depredación, sin considerar, ni entender, que el medio ambiente, la 
naturaleza y el universo entero, forman parte de un sistema integral en el que la afectación de 
una mínima parte del conjunto, afecta al todo. 
De modo que la necesidad de esta toma de consciencia, sobre la necesidad de preservación 
sustentable del medio ambiente, se convierte en una obligación jurídica de todos los habitantes 
del planeta, y, por ende, de todas sus instituciones, públicas y privadas, individuales y 
colectivas, de personas naturales o jurídicas. 
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Por ello, la Proclama de Estocolmo establece que la protección y mejoramiento del medio 
ambiente humano es una cuestión fundamental que afecta al bienestar de los pueblos y al 
desarrollo económico del mundo entero, consecuentemente, cualquier tipo de afectación, daño, 
deterioro, detrimento o perjuicio que se produzca en el medio ambiente, viene a constituir una 
afectación jurídica al bienestar de los pueblos y a su desarrollo económico; lo cual debe derivar 
en las correspondientes responsabilidades jurídicas. 
En vista de aquello fundamentos jurídicos, en la (Declaración de la Conferencia de las 
Naciones Unidas, sobre el Medio Ambiente Humano), se establece como Principio número dos, 
que: 
“Los recursos naturales de la tierra, incluidos, el aire, el agua, la tierra, la flora y la 
fauna y especialmente muestras representativas de los ecosistemas naturales, deben 
preservarse en beneficio de las generaciones presentes y futuras mediante una cuidadosa 
planificación u ordenación, según convenga.” 
Pues según convenga a la supervivencia de la humanidad misma, a toda. Y es que, como ya 
hemos visto, la afectación a una sola parte de los ecosistemas y de las unidades ecológicas, 
produce un deterioro masivo del medio ambiente, por el cambio de los elementos que permiten 
a determinado nicho de ese medio ambiente: ser lo que es. 
Por ello es que debe mantenerse y, siempre que sea posible, restaurarse o mejorarse la 
capacidad de la tierra para producir recursos vitales renovables; y, en consecuencia: 
“El hombre tiene la responsabilidad especial de preservar y administrar juiciosamente 
el patrimonio de la flora y la fauna silvestre y su hábitat, que se encuentren actualmente en 
grave peligro por una combinación de factores adversos”  (Declaración de Estocolmo: 
principio 5) 
Asimismo, al planificar el desarrollo económico debe atribuirse importancia a la 
conservación de la naturaleza, incluidas la flora y fauna silvestre; por tanto: Los recursos no 
renovables de la Tierra deben emplearse de forma que se evite el peligro de su futuro 
agotamiento y se asegure que toda la humanidad comparta los beneficios de tal empleo. 
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Por los factores anotados, es que la (Declaración de la Conferencia de la Organización de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano), dispone que: 
“Debe ponerse fin a la descarga de sustancias tóxicas o de otras materias y a la 
liberación de calor, en cantidades o concentraciones tales que el medio no pueda 
neutralizarlas, para que no se causen daños graves irreparables a los ecosistemas; y Debe 
apoyarse la justa lucha de los pueblos de todos los países contra la contaminación.” 
(Principio 6) 
Por lo tanto, para los países en desarrollo, la estabilidad de los precios y la obtención de 
ingresos adecuados de los productos básicos y las materias primas son elementos esenciales 
para la ordenación del entorno, ya que han de tenerse en cuenta tanto los factores económicos 
como los procesos ecológicos; y los factores humanos del ambiente. 
Las políticas ambientales de todos los Estados deberían estar encaminadas a aumentar el 
potencial de crecimiento actual o futuro de los países en desarrollo y no deberían coartar ese 
potencial, no obstaculizar el logro de mejores condiciones de vida para todos. 
Los Estados y las organizaciones internacionales deberían tomar las disposiciones 
pertinentes con miras de llegar a un acuerdo para hacer frente a las consecuencias económicas 
que pudieran resultar, en los planos nacional e internacional, de la aplicación de medidas 
ambientales. 
Otro deber primordial de la Comunidad Internacional es el de la destinación de recursos para 
la conservación y el mejoramiento del medio, teniendo en cuenta las circunstancias y las 
necesidades especiales de los países en desarrollo y cualesquiera de los gastos que pueda 
originar a estos países: la inclusión de medidas de conservación del medio en sus planes de 
desarrollo; así como la necesidad de prestarles, cuando lo soliciten, más asistencia técnica y 




A fin de lograr una más racional ordenación de los recursos y mejorar así las condiciones 
ambientales, los Estados deberían adoptar un enfoque integrado y coordinado de la planificación 
de su desarrollo, de modo que quede asegurada la compatibilidad del desarrollo con la 
necesidad de proteger y mejorar el medio ambiente humano en beneficio de su población; y por 
tanto: la planificación racional constituye un instrumento indispensable para conciliar las 
diferencias que puedan surgir entre las exigencias del desarrollo y las necesidades de proteger y 
mejorar el entorno. 
Debe aplicarse la planificación a los asentamientos humanos y a la urbanización con miras a 
evitar repercusiones perjudiciales sobre el entorno y a obtener los máximos beneficios sociales, 
económicos y ambientales para todos. 
En las regiones en que existe el riesgo de que la tasa de crecimiento demográfico o las 
concentraciones excesivas de población perjudiquen al entorno o al desarrollo, o en que la baja 
densidad de población pueda impedir el mejoramiento del medio ambiente humano y 
obstaculizar el desarrollo, deberían aplicarse políticas demográficas que respeten los derechos 
humanos fundamentales y cuenten con la aprobación de los gobiernos interesados; de allí que 
como parte de su contribución al desarrollo económico y social, se debe utilizar la ciencia y la 
tecnología para descubrir, evitar y combatir los riesgos que amenazan al ambiente, para 
solucionar los problemas ambientales y por el bien común de la humanidad. 
Debe confiarse a las instituciones nacionales competentes la tarea de planificar, administrar o 
controlar la utilización de los recursos ambientales de los Estados con el fin de mejorar la 
calidad del entorno. Por ello: 
Es indispensable una labor de educación en cuestiones ambientales, dirigida tanto a las 
generaciones jóvenes como a los adultos y que presente la debida atención al sector de 
población menos privilegiada, para ensanchar las bases de una opinión pública bien informada y 
de una conducta de los individuos, de las empresas y de las colectividades inspirada en el 
sentido de su responsabilidad en cuanto a la protección y mejoramiento del entorno en toda su 
dimensión humana. Es también esencial que los medios de comunicación de masas eviten 
contribuir al deterioro del medio ambiente humano y difundan, por el contrario, información de 
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carácter educativo sobre la necesidad de protegerlo y mejorarlo, a fin de que el hombre pueda 
desarrollarse en todos los aspectos. 
Se deben fomentar en todos los países en desarrollo, la investigación y el desarrollo 
científicos referentes a los problemas ambientales, tanto nacionales como multinacionales. A 
este respecto, el libre intercambio de información científica actualizada y de experiencias sobre 
la transferencia de estos conocimientos, a fin de facilitar la solución de los problemas 
ambientales; las tecnologías ambientales deben ponerse a disposición de los países en desarrollo 
en condiciones que favorezcan su amplia difusión sin que constituyan una carga económica 
excesiva para esos países. 
De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y con los principios del derecho 
internacional, los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos en 
aplicación de su propia política ambiental y la obligación de asegurar que las actividades que se 
lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio de otros 
Estados o de zonas situadas fuera de toda jurisdicción nacional; sin embargo, los Estados deben 
cooperar para continuar desarrollando el derecho internacional en lo que se refiere a la 
responsabilidad y a la indemnización a las víctimas de la contaminación y otros daños 
ambientales que las actividades realizadas dentro de la jurisdicción o bajo el control de tales 
Estados causen en zonas situadas fuera de su jurisdicción. 
Por, o como consecuencia de estas responsabilidades ambientales que deben trascender la 
pura esfera interna de la jurisdicción de los Estados, es que toda persona, de conformidad con la 
legislación nacional, tendrá, la oportunidad de participar, individual o colectivamente, en el 
proceso de preparación de las decisiones que conciernen directamente a su medio ambiente y, 
cuando éste haya sido objeto de daño o deterioro, podrá ejercer los recursos necesarios para 
obtener una indemnización; como por ejemplo, han planteado las comunidades, pueblos y etnias 
de la Amazonía ecuatoriana en contra de las Compañías Texaco-Gulf, hoy denominada Chevron 
Incumbe pues, a toda persona, de todos los confines del mundo, al igual que a todas las 
empresas, por poderosas que fueren o que parezcan serlo, actuar de conformidad con lo 
dispuesto en la Declaración de la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas sobre 
el Medio Ambiente Humano; por lo tanto, toda persona, actuando individual o colectivamente, 
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o en el marco de su participación en la vida política, debe procurar que se alcancen y se 
observen los objetivos y las disposiciones de la mencionada Declaración. 
1.4. Contextualización Meso 
De acuerdo con las disposiciones emanadas de la Conferencia de la Organización de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, debió haberse aplicado en el Ecuador 
todos los lineamientos jurídicos que se han expuesto en el subtema anterior; tanto más, si la 
fecha de la Conferencia Mundial sobre esta materia, se realizó justo en la época en que iba a 
comenzar la explotación petrolera en el Ecuador. 
Precisamente las Compañías Petroleras asociadas, que explotaron nuestro petróleo del 
Oriente Ecuatoriano, lo hicieron sin el más mínimo Plan Ambiental, sin control de ninguna 
naturaleza ni cuidados para el medio ambiente, al punto que la depredación y los daños 
ambientales para la naturaleza y para las poblaciones humanas fue desastroso; al punto que 
luego de un juicio que dura casi veinte años, la Compañía que hoy se llama Chevron ha sido 
condenada a pagar noventa mil millones de dólares como indemnización por daños ambientales. 
De paso, esta suma indemnizatoria a la que ha sido condenada la Compañía Petrolera 
Texaco, destructora de nuestra Amazonia, parecería gigantesca, exagerada, pero no es así. 
Aunque estamos hablando de noventa mil millones de dólares, no tenemos idea de que estas 
empresas: no solamente que ganaron, y siguen ganando con la depredación, sumas astronómicas 
de billones de dólares, sino que el daño producido masivamente contra las poblaciones del 
oriente ecuatoriano, fue un verdadero genocidio por contaminación.  ¡Y qué decir de los daños 
irreparables a las unidades y nichos ecológicos de esa zona del país, considerada uno de los 
pulmones fundamentales del mundo!. 
En realidad la Compañía Texaco inició en 1964; luego se asoció con la Gulf, en 1970, pero ésta se 
fue en 1978; y Texaco continuó con dicha explotación hasta 1990 en que feneció el contrato de 
concesión. (Cfr. Salazar, 1979) 
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Pero el caso es que la explotación petrolera por parte de las Compañías indicadas, conforme 
se lo acaba de describir, produce varios fenómenos y procesos que tienen que ver con los 
entornos jurídico-normativos que ya estuvieron vigentes como efecto de la Declaración 
Universal de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano. A 
saber: 
“En 1974 la provincia de Napo albergaba las que después serían provincias de 
Sucumbíos y Orellana. Según Fundación Natura (1987), el Censo Agropecuario de 1974 
cifró que en los 70 la población estaba fuertemente concentrada al pie de la cordillera y se 
tenían los niveles más bajos de uso del suelo, dominando los bosques. “En los siguientes 
20 años, esta situación se ve transformada radicalmente. Especialmente en la zona norte, 
se va consolidando la expansión espacial hacia las llanuras amazónicas, a efectos tanto de 
las actividades petroleras como de políticas estatales dirigidas a facilitar la colonización 
integral de la región” (UNICEF, 1992). Las fuertes migraciones multiplicaron por 3,37 las 
tierras entregada por el IERAC (Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonización) 
entre 1974 y 1986, aunque las tierras posesionadas de manera ilegal pudieron ser mucho 
mayores. Esta creciente presión sobre la tierra, y la mayor vinculación al mercado por la 
apertura de las vías petroleras por donde entran las empresas madereras, marcarían el 
futuro de esta región colonizada de forma brusca y sin mecanismos de control, donde las 
empresas marcarían el control de sus acciones.  
En las comunidades indígenas se destaca una falta de información previa y una 
alteración total de su modo de vida. La realización de explosiones para las sísmicas, el 
sobrevuelo de helicópteros, la construcción de trochas y entrada en su territorio de 
maquinaria y trabajadores, etc. alteró su modo de vida tradicional. La falta de 
información, la ausencia de consulta previa, el desconocimiento del idioma y presencia sin 
respeto a la naturaleza, así como la presencia y actitud de los cucamas (“blancos”) 
generaron miedo y un repliegue de las comunidades como forma de protección. 
“Los efectos de la intervención de la compañía identificados empiezan propiamente 
antes de las actividades extractivas mediante: 1) la realización de sísmicas a lo largo de 
franjas de muchos kilómetros en la selva; 2) la deforestación en las zonas elegidas como 
lugares de extracción o asentamientos, con muy diversos cálculos desde cien mil a más de 
un millón de hectáreas aunque en estos se incluyen otras causas de deforestación); 3) la 
presencia de trabajadores acompañados en ocasiones de militares, instalaciones, 
maquinarias, etc. en su territorio; 4) la fragmentación y alteración del territorio para la 
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vida de las comunidades indígenas, pero también para los animales de la selva que se 
repliegan y alejan más adentro de la selva. 
“Por su parte, en las comunidades de colonos la llegada de estos fue previa en algunos 
casos, en otros casos concomitante a la apertura de trochas y en otros posterior. Los 
colonos llegaron con la esperanza de trabajar la tierra y ganadería, mejorando su vida 
accediendo a un paraíso natural y productivo. 
“En los dos grupos de colonos realizados fueron descripciones frecuentes de consenso 
sobre la situación antes del inicio de las explotaciones petroleras: 1) la ausencia de 
información sobre las actividades en las fincas en que estaban asentados. 2) la destrucción 
de chacras como consecuencia de apertura de trochas y las explosiones en las líneas 
sísmicas. 3) la falta de respeto y ausencia de respuesta a sus quejas respecto al 
comportamiento de trabajadores, irrupción de maquinarias y destrucción de cultivos” 
(Martín & Pàez Robira, págs. 18, 19) 
De otra parte se han demostrado los daños gigantescos producidos por la propia Compañía 
Texaco, hoy CHEVRON, dentro del Proceso Judicial que propusieron las comunidades, 
nacionalidades y poblaciones étnicas de la amazonía; bajo el siguiente cronograma de hechos 
concretos que fueron registrados por los peritos, se puede constatar parte de ellos: 
“… reconoce que la corrosión interna y el abandono es parte de los causales de los 
accidentes: 
“El 22 de junio del 88 se produce un incendio en San Carlos en la línea de flujo del 
pozo sacha 45. La rotura de la línea obedece a corrosión interna de la tubería después de 
15 años de operación. El derrame de crudo no puede ser percatado de inmediato por el 
personal del Consorcio debido a la vegetación existente en el sector”. El fuego duró 45 
minutos. Se informa que murió un caballo. Por este hecho se denuncia que la comunidad 
quiere tomar acciones de hecho pues el accidente se produce en pleno centro poblado 
(Juan Quevedo, Gerente de Texaco, en carta del 3 de agosto/88 M.- 2038 a Rodrigo Cerón, 
Director Nacional de Hidrocarburos) 
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“Se quemaron 200 barriles de crudo derramado como consecuencia de la rotura que 
sufrió la línea de flujo del pozo Sacha 81, debido a la corrosión interna (René Bucaram, 
Gerente de Texaco, con fecha 19 de junio/86 informa vía Telefax a Giovanni Rosanía 
Director Nacional de Hidrocarburos) 
“Se reportó un derrame en la línea del pozo Sacha 60 “causado posiblemente por 
corrosión de la misma”. La cantidad estimada de derrames es de más o menos 80bls, los 
cuales no son posibles de recuperar, debido al sitio del derrame que está ubicado en una 
trocha (C.H. Wheeler, Gerente de Texaco, en Ofi LA008-76 del 29 de enero del 76 dirigido 
a Ramiro Gordillo jefe de Ofic. Reg. del Ministerio de Recursos Naturales y Energéticos) 
“La presencia de petróleo crudo ocurrida en la quebrada Huamayacu se debió a un 
„resquebrajo de la piscina de recolección de la Estación central de Sacha. El escape en el 
pozo Lago Agrio 9 fue resultado de fuertes lluvias que nos impidieron desocupar la 
piscina‟ (El Gerente de Texaco Crawford reconoce en carta M1643-73 del 31 de agosto 
/73 al Ministro de RRNN y Energéticos Jarrín Ampudia) 
“En sucesivos informes de Germán Valladares ingeniero responsable de los derrames 
de Texaco se reporta que los derrames no eran limpiados, sino apenas cubiertos o 
quemados: 
“Derrame en Estación Sur (19 /junio/ 85), con pérdida de 200 barriles de petróleo por 
corrosión interna de una línea de flujo. El tratamiento dado al derrame es quemado y se 
informa de daños a varias  hectáreas. 
“Derrame en Sacha Norte -1 (25 /noviembre/85), con pérdida de 80 barriles. El 
tratamiento dado al crudo no recuperado es “quemado” y el daño se extiende por el río 
que pasa por Sacha-36 a lo largo de 1000m. 
“Derrame en Pozo Sacha 14 (18 agosto/ 1986) con pérdidas de 60 barriles 
(recuperados 50), Tratamiento al no recuperado „absorción al suelo‟, „removido‟, 
„cubierto‟ con moto niveladora. 
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“Derrame pozo Lago Agrio 26 (18/septiembre/86) con pérdida de 20 bls tratamiento 
dado al crudo no recuperado „absorción del suelo‟ y „ cubierto‟. 
“Derrame pozo Sacha-17 (2 /octubre/ 86), con pérdida de 300 bls. Se recuperan 280, 
pero el tratamiento dado para el no recuperado es calificado como “absorción al Derrame 
sin especificar lugar (24 /octubre/ 86), con pérdida de 30 barriles de crudo por corrosión 
externa e interna. El tratamiento para el crudo no recuperado fue de “Absorción del 
Suelo”. Se reconoce una hectárea de terreno dañado. 
“Derrame en la Estación Norte (18 /noviembre/86) con pérdida de 10 barriles por 
limpieza de piscina. El crudo fue removido, tapado “y el resto se lo llevó el Río Jivino 
Rojo”. 
“Derrame en Sacha-46 (6 /enero/ 87) con pérdidas de 100 bls por corrosión interna y 
externa, el tratamiento dado al crudo no recuperado (no se recuperó ninguno) fue de 
„quemado‟, „absorción al suelo‟, „removido‟ y „cubierto‟. 
“Derrame en Estación central de Sacha (11/agosto/1987) se derramaron 100 bles. De 
crudo y no se recuperó ninguno, fue a parar a un estero. El tratamiento aplicado es el de 
„quemado‟. 
“Derrame en Sacha 32-1 (13 /abril/ 89) con pérdidas por 225 bls por corte para el 
robo de tubería, el tratamiento realizado marca: “Absorción del suelo” y “cubierto” para 
un área de afectación de 500 m2. 
“Otros informes posteriores de la empresa y por otros ingenieros (Izurieta-9/jun/87) 
confirman esta política empresarial: 
“Derrame en oleoducto enterrado en el Río Aguarico (9/junio/87) donde se relata 
“Ningún tratamiento el flujo mínimo del derrame (100bles) fue arrastrado por el gran 
caudal de agua del río”. 
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“Estos comportamientos tienen sus antecedentes. El ingeniero de Texaco Frank Beck 
reconoció en enormes derrames del oleoducto no haber hecho gastos de recuperación del 
crudo y simplemente haberlo dejado ir: 
“Derrame SOTE km. 173+400m (marzo1977) con pérdidas de 4.927 bles no se hacen 
gastos para recuperación del crudo, no se recupera un solo barril. 
“Derrame SOTE km. 180 + 070m (29 Julio 1976) con pérdidas de 12.236 bls. Gastos 
de limpieza ninguno 
“Derrame SOTE km. 173 + 800m (19 Julio 1976) con pérdidas de 3.387 bls. Gastos de 
limpieza ninguno 
“Derrame SOTE km. 177 + 291m (29 junio 1976) con pérdidas de 4.283 bls. Gastos de 
limpieza ninguno. 
“Derrame SOTE km. 181 + 327m (22 junio 1976) con pérdidas de 11.516 bls. Sin 
informes de recuperación de crudo En 1987, tres años antes de dejar el país Texaco 
reconoce: 
“La polución constituye uno de los serios problemas en los años recientes y su atención 
está enfocada a un tratamiento económico para eliminar sobre todo la contaminación en 
los cauces y suministros de agua. En el distrito Oriente uno de los problemas que más 
afectan son los derrames de crudo causados básicamente por: 1) Derrame en las piscinas 
de las localizaciones de los pozos. 2) Roturas en los oleoductos y líneas de flujo causadas 
básicamente por corrosión interna. (Thomas F. Crawford, Superintendente del Distrito, en 
OTE-950 del 29 de diciembre/87, dirigido a Juan Quevedo, Gerente de Texaco) 
Estos brevísimos datos de uno de los informes periciales existentes dentro del proceso contra 
la empresa petrolera Chevron, demuestran que en el país, ante la ausencia de una legislación 
ambiental concreta, y, peor de una correcta gestión jurídica o administrativa en esta materia, 
había sido imposible aplicar la legislación del Derecho Internacional Público, con base a la 
Declaración Universal de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
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Humano, emitida el 16 de junio de 1972, unos meses antes de que empiece la explotación 
petrolera del país, hecho que comenzó en agosto de ese año: 1972. 
De manera que a pesar de lo emergente de la situación, y de los evidentes riesgos que 
implican la explotación de un mineral-hidrocarburo tan contaminante, nuestras autoridades o 
gobernantes de entonces nada hicieron por normar sobre esta materia, a pesar de que nuestro 
país fue asistente y signatario de la Declaración Universal de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente Humano. 
A la luz de los hechos, aquellos que nos sirven de fundamento objetivo para determinar la 
existencia misma del Derecho, tanto de sus normas como de su aplicación efectiva (porque 
aunque existan normas si éstas no se aplican efectiva y eficazmente, tampoco se puede decir que 
tenga vigencia el Derecho), se han podido constatar las falencias jurídicas del país en materia 
del Derecho Ambiental, unas falencias que son realmente imperdonables; y todo a favor de las 
petroleras, cuando ya existían instrumentos jurídicos internacionales, y universales; y, lo que es 
peor, cuando se trataba de explotar una de las fundamentales riquezas del país, constituida por 
un recurso natural no renovable,  y que, de otro lado, es muy contaminante. 
Frente al conjunto de hechos enunciados, el Ecuador ha confrontado esa realidad, con un 
nuevo basamento jurídico-constitucional en el que se reconocen los Derechos de La Naturaleza 
asignándole todas las prerrogativas que la titularidad jurídica de tales derechos conlleva.  Este es 
el nuevo marco de realidad institucional que confronta el tema de la presente investigación. 
En efecto: ¿Qué es La Naturaleza? Allí, en esta indefinición concreta sobre los alcances 
reales, objetivos y concretos de aquello que abarca La Naturaleza, radica el problema 
fundamental de la aplicabilidad normativa constitucional. 
Es muy claro que no puede existir una norma jurídica, sin el objeto de esa norma jurídica, 
especialmente si los presupuestos generales de esa norma son no muy fáciles de ser 
aprehendidos; de allí que en las propias discusiones, en la Asamblea Constituyente de 




Es necesario recordar que buena parte de los legisladores constituyentes, sustentaron que no 
se podía nominarle con sujeto de derechos a una entidad muy amplia y en el fondo “indefinible o 
no definida específicamente por una norma objetiva”* (Fundación Pacha Mama Revista, Iniciativa- 
Ciudadanizando la Política Ambiental, Nº 6., 2010, pág. 5), constitucional en este caso. 
Si se revisan las notas de los medios de comunicación de entonces, especialmente de los que 
estaban centrados en el desarrollo operativo de la Asamblea o Constituyente, veremos que 
muchas fueron las críticas que se difundieron, incluso atribuyéndolas a sendos especialista en el 
tema ambiental. Así: 
“Avances significativos a favor del medioambiente. Pero también más retórico que 
normativo y con algunas contradicciones. Así es visto el proyecto de la nueva Constitución en 
cuanto a los temas ambientales. 
“El tema medioambiental tiene transversalidad por toda la propuesta constitucional. Y ese 
es un aspecto que resalta Pablo Fajardo, abogado del Frente de Defensa de la Amazonia, 
además de argumentar que apunta a un desarrollo económico, energético, educativo... siempre 
considerando los intereses del medioambiente”. 
“Un pensamiento similar mantiene Inés Manzano, docente de derecho ambiental de la 
Universidad de Especialidades Espíritu Santo. Esta experta se muestra convencida de que 
resulta importante que por primera vez se hable con mayor énfasis de los temas ambientales 
para mal o para bien. 
“En aquello coinciden también el ambientalista Juan Manuel Guayasamín y Hugo 
Echeverría, catedrático de la maestría en derecho ambiental de la Universidad Alfredo Pérez 
Guerrero, de Quito. 
“No obstante, Echeverría detecta un problema al considerarla “discursiva y que no se 
sujeta a la claridad de una normativa, por lo que deja la puerta abierta a interpretaciones. 
“Ese argumento lo refuerza Pablo Suárez, gerente de Gestión e Ingeniería Ambiental de la 
ONG Sambito, de Guayaquil. Considera que “se pudo hacer de manera más técnica y menos 
38 
 
retórica. Eso hubiese permitido encontrar aspectos claves para establecer las verdaderas 
necesidades del Estado en materia ambiental. 
“Pero Fajardo es optimista y asegura que todo dependerá de las leyes secundarias. “Será 
necesario un trabajo fuerte, ojalá sea en consenso con muchos actores sociales como 
empresarios, sociedad civil, organizaciones ambientales..., a fin de crear una normatividad 
secundaria para aterrizar lo discursivo en busca de un desarrollo económico, pero siempre 
considerando los aspectos sociales y ambientales… 
“La naturaleza se volverá un sujeto de derecho, sobre todo a ser respetada. Y cualquier 
persona o comunidad podrá defenderla. La propuesta 2008 incluye el concepto de 
imprescriptibilidad de las acciones por daños ambientales.  
La naturaleza se volverá un sujeto de derecho, sobre todo a ser respetada. Y cualquier 
persona o comunidad podrá defenderla. 
A este concepto, que por primera vez sería incluido, Hugo Echeverría lo ve con 
preocupación. “Desde lo académico es una propuesta novedosa. Pero hay un problema serio: 
si se reconoce la condición de sujeto, obligará a reformar desde el Código Civil hasta toda la 
legislación sobre recursos naturales. 
Pablo Suárez sentencia que dar derechos a la naturaleza es una confabulación hipócrita 
en un país que en los últimos 40 años ha dependido y va a depender en el futuro de sus 
recursos no renovables”  (Diario HOY) (las negrillas son mías) 
De todas formas, hay que señalar, también, que en la Asamblea Constituyente de Montecristi 
hubo propuestas de definiciones que se ensayaron en dicho cónclave. Pero, era muy difícil, y 
verdaderamente inoportuno o no práctico, que se pretendiera, en un cuerpo De Principios 
Jurídicos, como es la Constitución, entrar en particularidades definitorias o en minucias que 
deben corresponder a las leyes específicas o a los reglamentos concretos de las distintas 




1.5. Contextualización Micro 
En la contextualización micro, se debe apuntar, fundamentalmente, las debilidades y 
carencias de una nueva legislación positiva en materia de los Derechos de La Naturaleza. 
Al no existir una normatividad específica que determine los ámbitos concretos de los 
Derechos de La naturaleza y tener, adicionalmente, el mandato normativo-constitucional del 
artículo 11, numeral 3, según el cual los normas constitucionales son de inmediata y directa 
aplicación, como corresponde a un Estado de Derechos y de Justicia, se convierten estos 
derechos de la naturaleza en sumamente difusos. 
Esa difusividad de los Derechos de La Naturaleza, en el fondo, crea márgenes de inseguridad 
jurídica porque al no estar precisados los ámbitos específicos de esa titularidad de derechos 
pueden desprenderse dos alternativas opuestas, pero igualmente peligrosas: 
a) Que no se reclame frente a daños concretos y objetivos de la naturaleza, y de su medio 
ambiente, en vista de que se generan dudas sobre cuál mismo es el objeto o bien jurídico 
tutelado; y quién puede ejercer las acciones correspondientes para impetrar el reclamo; 
o, 
b) Que se produzca un abuso de los supuestos hipotéticos de esa titularidad de derechos, 
para obstruir la vida ciudadana, la marcha institucional del Estado y la necesaria 
explotación racional de los recursos naturales, bajo el pretexto de defensa extrema de La 
Naturaleza. 
Es precisamente en esta última cruzada que se encuentran empeñados ciertas Organizaciones 
No Gubernamentales -ONGs- denominadas “ecologistas”, pero que están debidamente 
financiadas por las propias Sociedades Multi-Nacionales depredadoras del Planeta. De este 
modo, se obstruye la marcha y funcionalidad de la sociedad total, de sus instituciones y de todo 
el entorno económico-social. 
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1.6. Análisis Crítico  
De verdad, en el ordenamiento jurídico-positivo, tanto nacional como internacional existen 
derechos difusos, también denominados “de tercera generación”, como los propios derechos 
humanos, cuya Declaración Universal se la hizo en diciembre, 18, de 1948; y sobre cuyo 
respecto, el ilustre y prolífico tratadista Guillermo Cabanellas, en su obra Diccionario 
Enciclopédico, anota: 
“…En todo caso, cuando de derechos humanos se habla por diplomáticos, políticos y 
periodistas se hace referencia a una transgresión supuesta del respeto que el hombre merece 
como individuo, como ciudadano y como integrante de la comunidad universal.  De manera 
más singular aún, tales violaciones se denuncian en algunas Repúblicas iberoamericanas, que 
han padecido procesos demagógicos o soportan el flagelo de la subversión social, con 
reacciones vehementes, de las que no pueden estar ajenos ni el error frecuente ni siquiera el 
exceso, cuando los represores no sólo sirven a la vindicta pública, sino que encuentran 
satisfacción corporativa de una venganza específica…” (Cabanellas, 1986, pág. 54)  
De modo que para este célebre pensador, la defensa de los Derechos Humanos, no es más 
que una especie de entelequia jurídica invocada por miembros de la subversión social, en contra 
de la legítima venganza pública específica que satisface los intereses socio-corporativos de tal 
venganza. 
Y bien, si en algo tan específico como los derechos de las personas a su integridad física, 
espiritual, psicológica, moral y sexual;  a una vida de dignidad que le que asegure la salud, 
alimentación y nutrición, agua potable, vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, 
empleo, descanso y ocio, cultura física, vestido, seguridad social y otros servicios sociales 
necesarios; a su libertad personal y colectiva; a su debido proceso en caso de que hubiese 
cometido infracción alguna; etc., etc., es simple demagogia de la subversión social, según lo 
afirma Cabanellas, tanto peor puede ocurrir con los Derechos de la naturaleza, como en efecto 
ya viene ocurriendo, manipuladamente. 
Estas situaciones críticas, de indefinición conceptual sobre derechos difusos como el de La 




Por todas las fundamentaciones del entorno macro, meso y micro que se acaban de 
contextualizar, es que se torna necesario, indispensable, avanzar en materia de una legislación 
ambiental que se ajuste a los nuevos lineamientos jurídico-constitucionales de los Derechos de 
La Naturaleza y de su titularidad específica. 
Lo contrario, significará que sigan predominando la arbitrariedad sobre daños ambientales, 
sobre afectaciones a La Naturaleza, y ésta quedará en la más absoluta indefensión, bajo la 
soberbia de las sociedades multi-nacionales que hasta se niegan a acatar las sentencias judiciales 
en su contra como está sucediendo con la Chevron-texaco. 
“„La sentencia más esperada de los últimos 17 años acaba de hacerse pública’. Con esas 
palabras se difundió la noticia. Nicolás Zambrano, juez de la Corte de Nueva Loja, reconoció 
que la compañía norteamericana Chevron-Texaco es culpable de la destrucción ambiental y 
social que provocó en la Amazonía ecuatoriana, durante sus 26 años de operación.  El dañó 
que ocasionó la compañía Chevron-Texaco supera largamente la destrucción que ocasionó la 
BP en el Golfo de México. 
El Juez dictaminó que la Chevron-Texaco debe pagar al menos 8 mil millones de dólares por 
los daños causados. En la sentencia se dictamina también que la transnacional 
norteamericana debe pedir disculpas públicas en Ecuador y los EEUU a las víctimas por el 
crimen cometido. Si no lo hace en 15 días, el monto económico a pagar se duplicaría a más de 
16 mil millones de dólares. Esta es, a no dudarlo, otra señal poderosa de la sentencia… el 
dinero no es todo !!! 
“ La historia de este caso es larga…” (Acosta, 2012, pág. 3) 
Y es que el poder oculto, y subterráneo, de las multinacionales con sus potestades de 
dominación sobre la institucionalidad imperial de sus propios Estados, rebasa la integridad del 
sistema jurídico y su fuerza coercitiva, ya que, en la práctica, la dominación efectiva que ejercen 
hace que se impongan sus intereses por medio de la institucionalidad Supra-Nacional de los 
Organismos Técnicos y de Justicia de la Organización de las Naciones Unidas –ONU-. No de 
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otra forma se explica que tribunales como el de La Haya, se declare competente para conocer 
una demanda PRIVADA, de la Chevron, contra el Estado ecuatoriano, cuando esa Corte tiene 
competencia para demandas de Estados, ya que así lo dispone el Artículo 34 de su Estatuto: 
“1. Sólo los Estados podrán ser partes en casos ante la Corte. 
“2. Sujeta a su propio Reglamento y de conformidad con el mismo, la Corte podrá solicitar de 
organizaciones internacionales públicas información relativa a casos que se litiguen ante la 
Corte, y recibirá la información que dichas organizaciones envíen a iniciativa propia. 
“3. Cuando en un caso que se litigue ante la Corte se discuta la interpretación del instrumento 
constitutivo de una organización internacional pública, o de una convención internacional 
concertada en virtud del mismo, el Secretario lo comunicará a la respectiva organización 
internacional pública y le enviará copias de todo el expediente.” (Estatuto de la Corte 
Internacional de la Haya, Art 34.) 
La disposición es clara, terminante y no deja lugar a dudas ni a interpretaciones, por ello se 
la ha resaltado con negrillas, sin embargo, la Corte Internacional de Justicia, con sede en La 
Haya, y a pesar de una norma tan concluyente y categórica, no sólo que ha aceptado a trámite la 
demanda de Chevron, violando flagrantemente esa disposición expresa, sino que ha emitido tres 
fallos en contra de nuestro país; y hasta ha dispuesto que Ecuador suspenda la ejecución de la 
sentencia emitida jurídicamente, contra dicha petrolera multinacional. 
Así funciona el ordenamiento jurídico, en los hechos, más allá de su “puridad” hipotética y 
falsa: 
“… Chevron acudió a la Corte Internacional de Justicia de La Haya donde demandó al 
Ecuador por supuesta “denegación de justicia”; en otras palabras, que no tuvo la garantía de 
un juicio justo en el proceso. Desde el 2011 hasta el 2013 La Haya ha emitido 3 fallos, él 
último el 17 de septiembre, en el que dispuso que Ecuador debe suspender la ejecución de la 
sentencia en las cortes hasta que termine el arbitraje. 
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“El dictamen de la corte internacional resulta un claro revés no sólo para la justicia 
ecuatoriana sino para la conciencia de la comunidad internacional. El juicio contra Texaco-
Chevron es un ejemplo revelador de cómo en este largo periplo de un juicio de 20 años, el 
patrón que ha prevalecido es el poder irrefutable de la transnacional petrolera para presionar 
a los tribunales a dilatar los procesos y, a la larga, obtener fallos a su favor.” (Ramírez, 2013) 
Por todas estas razones y fundamentos objetivos, se requiere, de manera urgente, una nueva 
legislación positiva, de materia ambiental, que clarifique los alcances de los Derechos de La 
Naturaleza, en sentido acorde con las disposiciones constitucionales. 
1.8. Formulación del Problema 
¿Es, acaso procedente que cualquier persona, grupo humano o colectividad se arrogue 
facultades legales o constitucionales para ejercer la Titularidad de los Derechos de la Naturaleza, en 
caso de daño ambiental? 
1.9. Interrogantes de investigación 
 Las interrogantes que sustentan, informan y sistematizan este proceso de investigación son 
las siguientes: 
 ¿Qué mismo es La Naturaleza, como Sujeto de Derechos; y qué niveles de 
vinculación tiene con el Medio Ambiente? 
 ¿Quién va a ostentar o ejercer los Derechos que corresponden a La Naturaleza y al 
Medio ambiente? 
 ¿Quién puede, con legitimidad representar a La Naturaleza y al Medio Ambiente, en 
un ámbito jurídico tan difuso? 
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 ¿Cómo va a poder, La Naturaleza, hacer que se cumplan los Derechos que le son 
inherentes a ella, para “defender SU medio ambiente”? 
1.10. Delimitación del objeto de la investigación 
El objeto de la presente investigación lo constituye La Naturaleza como entidad material y 
jurídica, en su nueva calidad de sujeto de derechos constitucionales legítimamente obtenidos 
mediante referéndum popular; y, en virtud de los cuales debe asumir la plena potestad de 
ejercicio de tales derechos. 
No se puede obviar el hecho objetivo de que sin las facultades de ejercicio del derecho, cuya 
titularidad se ostenta, aquel se torna insubsistente, vano y, en la práctica pierde su existencia 
substantiva. 
Por lo mismo resulta de trascendental importancia, determinar, como se lo hará en el contexto 
del presente trabajo investigativo, quiénes son y/o pueden ser los sujetos encargados de impetrar las 
acciones legítimamente, cuando se produzcan daños o afectaciones a aquellos Derechos de La 
Naturaleza. 
1.11. Unidades de Observación 
Las unidades de observación se articulan en dos ámbitos perfectamente delimitados y 
complementarios: 
a) Por una parte, en sentido material, todos y cada uno de los componentes que se insertan 
en el concepto genérico de La Naturaleza, es decir: sus unidades ecológicas del 
ecosistema o nichos ecológicos, en estricta relación dialéctica con el entorno cósmico-
universal; y, 
b) La normativa jurídica y constitucional que atañe a los Derechos de La Naturaleza, entre 
los que se cuentan los del medio ambiente. Dentro de este ámbito de las unidades de 
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observación habrá que considerar al Interés Público, determinado por al artículo 14 de la 
Constitución, para la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la 
biodiversidad; la integridad del patrimonio genético del país, la prevención del daño 
ambiental; y la recuperación de los espacios naturales degradados. 
 
1.12. Objetivos 
1.12.1. Objetivo General 
Determinar los ámbitos jurídicos de la Titularidad de los Derechos Difusos sobre la 
naturaleza y el medio ambiente para  establecer la legitimidad de las personas, grupos o 
colectividades que pueden ejercer el Derecho de Acción en caso de afectaciones al ambiente o 
de daño ambiental. 
1.12.2. Objetivos Específicos  
 Determinar el ámbito jurídico-constitucional y la titularidad de los llamados 
derechos difusos del medio ambiente en función de los Derechos de La Naturaleza; 
 Establecer los márgenes jurídicos del daño en materia ambiental para precisar el 
concepto jurídico-constitucional que debe ser aplicable al daño ambiental; 
 Determinar la titularidad de los derechos personales en el entorno jurídico del medio 
ambiente como parte de la naturaleza;  y, 





La justificación e importancia del presente trabajo investigativo radica en los siguientes 
fundamentos científico-cognoscitivos: 
 En el aporte teórico-doctrinario y jurídico-constitucional para la explicación y 
comprensión sistemática de los actuales Derechos Difusos de la naturaleza y del 
Medio Ambiente; 
 Sobre esas bases teórico-cognoscitivas, ya en sentido práctico o concreto operativo, 
la importancia y justificación se desprenderá de la determinación concreta sobre los 
sujetos titulares de tales Derechos en los ámbitos personales, grupales y colectivos a 
fin de que se legitimen sus reclamos para la defensa de los derechos ambientales; 
 De los  elementos anteriores se desprende la originalidad total del planteamiento, del 
enfoque y de la utilidad práctica para el ejercicio contemporáneo del derecho en 
cuestiones del Medio Ambiente, bajo los nuevos conceptos jurídico-constitucionales 
de los Derechos de la Naturaleza; 
 Los beneficiarios de la presente tesis serán todas las personas, ya que todas forman 
parte de La Naturaleza; pero, además y particularizadamente, serán beneficiarias las 
comunidades, pueblos, nacionalidades y etnias, que hoy tienen pleno reconocimiento 
de derechos constitucionales y que en la actualidad están siendo perseguidas, hasta 
internacionalmente y en Cortes de Estados Unidos, por haber reclamado contra, 
daños ambientales cometidos por una Transnacional Petrolera; 
 Todo lo anterior tendrá su impacto evidente e innegable en la seguridad jurídica del 




 La importancia, además, se desprende tanto del aporte indicado, como de la 
originalidad del planteamiento ya que esta temática no ha sido abordada bajo los 






EL MARCO TEÓRICO 
2.1. Antecedentes  Investigativos 
Los antecedentes de la presente investigación se hallan en los orígenes mismos del 
reconocimiento jurídico constitucional sobre los Derechos de La Naturaleza.  Mucho se discutió 
entre los legisladores constitucionales a este respecto pues hubo una variedad de posiciones, así: 
a) Desde entre quienes sustentaban que no era más que novelería ya que no se puede 
otorgar derechos a entidades “muertas”  o “inertes” que no van a poder ostentar ni 
ejercer la titularidad real y material de tales derechos; ni, peor, hacerlos cumplir en la 
realidad; 
b) Pasando por quienes, arguyeron que para dotar de derechos a La Naturaleza habría que 
definirla en sus contextos objetivos a fin de poder determinar cuáles van a ser los 
ámbitos de esos derechos en forma concreta y objetiva; y, 
c) Terminando por quienes inscribieron a La Naturaleza no solamente dentro del concepto 
de Universo planetario y cósmico; sino que la dotaron de un entorno jurídico contextual 
holístico, dialéctico, vinculándola con las cosmovisiones de las plurinacionalidades 
ecuatorianas, de las concepciones interculturales, de las acepciones inter-étnicas.  Por 
ello es que dentro del cuerpo constitucional el concepto jurídico de La Naturaleza se 
halla estrictamente vinculado a La Pacha Mama, al Buen Vivir y al Sumak Kawsay. Es 
como finalmente quedó aprobada la Constitución del 2008, la misma que fue ratificada 
por medio de Referéndum nacional y aprobada con el 67.3% de todo el pueblo en aptitud 
para sufragar (cuestión inédita y única en la historia jurídico-electoral del país, ya que 
siempre se han contabilizado los votos válidos sobre una u otra posición, exceptuándolos 
a los nulos y blancos; mientras que en el referéndum de septiembre del 2008, el SÍ, debió 
ganar al conjunto de los votos negativos, a los que se sumaron los nulos y blancos). 
49 
 
 Varias eran las fuerzas que se medían dentro del cenáculo legislativo constitucional, hasta 
que al fin se impusieron quienes defendían los postulados que se acaban de anotar en el literal 
c). Pero, las fuerzas opuestas pugnaban porque dicho cuerpo constitucional, (que una vez 
aprobado por la Asamblea Constituyente, debía ser confirmada dicha aprobación por un 
Referéndum Nacional), no fuera ratificado; y se levantaron campañas de desinformación 
mediática. 
No obstante, a todas las manipulaciones de los medios de comunicación y de las 
organizaciones gremiales, religiosas y políticas que se oponían a estos nuevos derechos hoy 
vigentes, se encuentran, como otros antecedentes, voces de satisfacción por la ratificación 
lograda en el referéndum del 28 de septiembre del 2.008: 
“Antes de nada, cabe felicitar el esfuerzo de todos quienes hicieron posible el 
reconocimiento de los derechos de la naturaleza en la Nueva Constitución Ecuatoriana, desde 
los ciudadanos que votaron por una nueva constitución, el Presidente de la República, el ex 
Presidente de la Asamblea Nacional Constituyente (ANC), Alberto Acosta, todos los 
asambleístas comprometidos y que siempre creyeron que era posible un verdadero cambio de 
modelo de desarrollo, sin olvidarse obviamente de todos los movimientos sociales, 
ambientalistas, indígenas e individuos independientes que con su esfuerzo apoyaron este gran 
reconocimiento. Esta gran victoria para el Ecuador es un paso trascendental que está dando el 
país para proteger sus ecosistemas únicos y diversos y hacia la defensa del planeta. Nada 
hubiese sido posible sin el apoyo de todos los ciudadanos ecuatorianos que el día domingo 28 
de septiembre votaron a favor del sí logrando que se apruebe esta gran constitución con un 
64%, una constitución que asume las propuestas de más de 70.000 ciudadanos que visitaron 
Montecristi llevando sus demandas las cuales fueron incorporadas en la Constitución que 
históricamente es la que más garantiza los derechos sociales de su población, y además de su 
naturaleza…” (Fundación Pacha Mama Revista, Iniciativa- Ciudadanizando la Política 
Ambiental, Nº 6., 2010) 
Estos hechos precedentes que sirven de sustento para la investigación que se emprende por 
medio de este trabajo, han sido determinantes para el desarrollo de la misma; y, claro su 
temática, contenidos y alcances. 
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Ya la humanidad, ante las evidencias innegables de la destrucción del Planeta Tierra en sí 
mismo, en sus contenidos más elementales para hacerlos habitable, venía clamando desde la 
Conferencia sobre Medio Ambiente y Desarrollo, la misma que, como se indicó, fue realizada 
en Estocolmo, Suecia, del 5 al 16 de junio de 1.972, promovida por la propia Organización de 
las Naciones Unidas; pasando por múltiples reuniones internacionales oficiales y no oficiales de 
la ONU. 
Entre las reuniones internacionales y los correspondientes Instrumentos de Derecho 
Internacional Público  que de ellas se han desprendido y que también sirven como antecedentes 
de esta investigación, se puede mencionar a los siguientes: 
a) La propia Carta de la Organización de las Naciones Unidas entre cuyos principios del Derecho 
Internacional Público se establece que “… los Estados tienen el derecho soberano de aprovechar 
sus propios recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la 
responsabilidad de velar por que las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su 
control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o de zonas que estén fuera de los 
límites de la jurisdicción nacional” (Carta de la Organización de las Naciones Unidas)  
b) La señalada Conferencia sobre Medio Ambiente y Desarrollo, realizada en Estocolmo, 
Suecia, del 5 al 16 de junio de 1.972, en que se aprobó la Declaración sobre el Medio 
Ambiente Humano. 
c) La Conferencia de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, realizada del 3 al 14 de junio  de 
1992, en la que se ratificó  la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Humano, aprobada en Estocolmo el 16 de junio de 1972 y se emitió la correspondiente  
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo; y se determinó que “Los seres 
humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible. 
Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza” (Declaración 
de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo) 
d) Las disposiciones de la resolución 44/228 de la Asamblea General de la Organización de 
las Naciones Unidas, de 22 de diciembre de 1989, relativa a la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, y las resoluciones 43/53, de 
6 de diciembre de 1988, 44/207, de 22 de diciembre de 1989, 45/212, de 21 de diciembre 
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de 1990, y 46/169, de 19 de diciembre de 1991, relativas a la protección del clima 
mundial para las generaciones presentes y futuras; 
e) Las disposiciones de la resolución 44/206 de la Asamblea General, de 22 de diciembre 
de 1989, relativa a los posibles efectos adversos del ascenso del nivel del mar sobre las 
islas y las zonas costeras, especialmente las zonas costeras bajas, y las disposiciones 
pertinentes de la resolución 44/172 de la Asamblea General, de 19 de diciembre de 1989, 
relativa a la ejecución del Plan de Acción para combatir la desertificación; 
f) La Declaración de la Convención de Viena para la Protección de la Capa de Ozono, de 
1985, y el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, y 
la de 1987, ajustada y enmendada el 29 de junio de 1990; 
g) La Cumbre de Johannesburgo, realizada en Sudáfrica el año 2002, en la que se renovó 
“el compromiso político asumido hace diez años”, remitiéndose a la Declaración de Río, 
en la misma que a su vez se ratificó lo declarado en Estocolmo el año 1972 (es decir, una 
sucesión de instrumentos jurídicos internacionales, en los que se proclama, ratifica, se 
vuelve a ratificar, se confirma y reconfirma, sin resultados materiales ni concretos 
objetivos); y, 
h) Los instrumentos de la Cumbre de Tokio, los mismos que, al igual que los anteriores no 
fueron suscritos por varios países desarrollados del llamado Grupo de los Ocho, entre los 
que se destacan Estados Unidos, Inglaterra, Canadá, Alemania, Francia e Italia. 
A más de los antecedentes señalados se halla, en forma más directa e inmediata, la propia 
Constitución de la República del Ecuador, aprobada en Montecristi y ratificada por Referéndum, 
la cual instituye un Estado de Derechos con un régimen que establece la titularidad específica de 
Derechos para La Naturaleza. 
Finalmente entre las obras que sirven de antecedentes a esta investigación, constan: la de 
Alberto Acosta y Esperanza Martínez, quienes realizan una compilación de artículos y ensayos 
sobre Derechos de La Naturaleza; la de Armando Alba Zambrana quien escribe sobre la 
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devastación del Potosí, en su obra La gesta Bárbara; La obra del peruano Navia Borrero sobre la 
Defensa de los Derechos Ambientales; la obra de María del Carmen Carmona Lara sobre la 
Defensa de los derechos Ambientales; la obra de Jaime Galarza Zavala, El Festín del Petróleo; y 
la de Fernando Jorgensen Moeller sobre los Efectos del Cambio Climático en la Biodiversidad 
de los Andes Tropicales, Ed. Instituto Interamericano para la Investigación del Cambio Global, 
entre otras. 
2.2. Fundamentación  Filosófica 
Esa entidad que se denomina La Naturaleza tiene un concepto mítico dentro de la 
civilización occidental y cristiana, dentro de la cual se inscribe la vida material, socio-
económica cultural-educativa, ideológica-religiosa e ideológica-filosófica del Estado 
ecuatoriano. 
Una de las preguntas recurrentes con las cuales se ha indoctrinado a las consciencias 
humanas, es la que se refiere al supuesto “origen” del universo. ¿De dónde proviene el 
comienzo de todo? ¿Quién originó el mundo en que vivimos? ¿De dónde provienen los planetas, 
las estrellas, el sol o la luna?, en definitiva ¿Quién creó todo? 
En base a interrogantes como las señaladas se han configurado una serie de creencias 
paradigmáticas que, en términos generales, sirven de sustento a los fundamentos básicos de lo 
que es el universo, como sinónimo de La Naturaleza, para los efectos del presente estudio. 
Entonces, partiendo de los paradigmas señalados, se ha postulado que existe un ser creador de todo: 
del sol, de las estrellas, de la luna, de la luz, de la sombra, de las aguas, de los ríos, de los cauces de 
éstos, de las nubes, del cielo, de la tierra, de las plantas, de los animales y, por fin, en la cúspide de esa 
“obra maestra de la creación”* (Catecismo, Nº 3154, 1982), se le da vida al hombre luego de haber 
armado una figura de barro a la que aquel ser supremo, le dio un  soplo para transferirle algo de 




“Entonces Jehová formó al hombre del polvo de la tierra, y sopló en su nariz liento de 
vida, y fue el hombre un ser viviente… Jehová plantó un huerto en el edén de oriente; y puso 
allí al hombre que había formado… Y dijo: fructificad y multiplicaos; llenad la tierra, 
sojuzgadla, y señoread en los peces del mar, en las aves de los cielos, y en todas las bestias 
que se mueven sobre la tierra… 
“Y dijo dios: He aquí os he dado toda planta que da semilla, que está sobre toda la tierra, 
y todo árbol en que hay fruto y que da semilla…” (Moisés (1966) Génesis, 1:28-29; 2:7, en: La 
Biblia)  
Con aquellos elementos creados culmina la obra creadora divina, y el ser creador descubre 
que el hombre está solo; por tanto, le duerme al ser máximo de su creación, le arranca una de 
sus costillas y de esa costilla fabrica una mujer, a quien se la llamó Eva. 
Entonces, se vislumbra cómo el fundamento filosófico de la ideología, que se fundamenta en 
pasajes religiosos como el señalado, traza un derrotero de cosificación de la naturaleza, de 
simple instrumento de apropiación, de explotación y de sojuzgamiento a la tierra, a los mares, a 
las plantas y a todas las bestias que se mueven sobre la tierra. 
Consiguientemente,  de estas bases filosóficas surgen los fundamentos cognitivos de la 
depredación de la naturaleza, porque ésta es considerada como simple cosa, como algo inerte, 
como algo inactivo, inmóvil, quieto, estático e inanimado. 
De estas bases ideológico-religiosas y filosófico-culturales, propias de la llamada 
civilización occidental y cristiana, surgen los criterios de cosificación simple de la naturaleza, 
de aprovechamiento extremo y de depredación absoluta. 
Si a los paradigmas expuestos se le agrega el sentimiento de lucro que espolea a la empresa 
capitalista que surge con la Revolución Industrial en el tercer cuarto del siglo XVIII, ya se 
puede tener, firmes y enhiestos, todos los fundamentos de negación a los Derechos de La 
Naturaleza, en cuanto esto afecta a las bases ideológico-filosóficas que se han anotado y a los 
intereses de las actuales Sociedades Multi-Nacionales -SMNs-. 
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Estas son parte de las  concepciones filosóficas que han inspirado, sustentado y 
fundamentado un sistema de anti-valores contra la naturaleza, porque se la ha considerado un 
simple instrumento inerte establecido para saciar los apetitos de las multinacionales, bajo el 
supuesto de que actúan a nombre de la humanidad, y, en el fondo, hasta en nombre del dios 
oficial del mundo occidental y cristiano. 
Pero es de entender que semejantes afirmaciones riñen con la razón científica que ha 
demostrado que el Universo completo es un sistema dinámico de elementos que están en 
continuo e incesante movimiento y cambio; y que se mantiene o conserva a lo largo de miles de 
millones de años, gracias a ese movimiento perenne de la materia: tanto a nivel macro, 
interplanetario e intergaláctico; como a nivel micro, es decir en sus componentes intrínsecos de 
la materia, en cada uno de sus átomos, y en la composición subatómica de ellos. 
2.3. Fundamentación Jurídica 
Toda fundamentación jurídica proviene de una norma legal positiva, sea que ésta se 
produzca por vía constitucional, legal, reglamentaria, estatutaria, de ordenanza o por un simple 
instructivo u orgánico-funcional administrativo. 
En definitiva, si no existe norma no hay juridicidad. El Estado mismo, como institución en 
sí, y como ente social es una entidad jurídica que surge de una norma o conjunto de normas 
como es su propio Estatuto Supremo. Es en base a la fundamentación jurídica, emanada de su 
propia normativa institucional, que el Estado se convierte en ente representativo de la sociedad 
entera en todos sus aspectos: económicos, sociales, políticos, religiosos, ideológicos, filosóficos, 
culturales, nacionales, étnicos, etc. 
De allí que la fundamentación jurídica de los Derechos de La Naturaleza, provienen de la 
normativa jurídica constitucional suprema que le concede tales derechos, en el Título Segundo 
que determina el Régimen Jurídico de Derechos del Estada ecuatoriano; y que, en el Capítulo 
Primero, al establecer los Principios de aplicación, al través del artículo 10 dispone: 
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“Art. 10.- Titulares de derechos. Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y 
colectivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales.  
“La naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la Constitución.” 
De modo que, con esta disposición se produce un efecto de pertenencia directa de los derechos 
establecidos en esta norma específica, bajo el siguiente curso lógico cognoscitivo: la 
Constitución dispone que la naturaleza es “sujeto de Derechos”, pues todos los derechos 
constitucionales que le sean inherentes le pertenecen a esa entidad jurídico-material denominada 
Naturaleza. 
Consiguientemente, la Naturaleza se convierte en propietaria y titular de los derechos que le 
conciernan, pues: 
“… todo derecho… supone un bien o valor ligado al sujeto-persona [sujeto de derechos] 
por un lazo de pertenencia, consagrado… por el derecho objetivo de suerte que ese titular del 
derecho puede decir que ese bien jurídico es suyo; que ese derecho es suyo…” (Dabin, 1956, 
pág. 100) 
Por lo tanto, esos derechos suyos, de La naturaleza, vienen a ser intocables, inafectables, 
inviolables porque, como es obvio, toda afectación a un derecho, genera otro derecho 
concomitante cual es el Derecho de Acción o de reclamo por medio de la vías jurídico-
procesales pertinentes. 
Más: 
 ¿Cómo podría vivir la humanidad, que también forma parte intrínseca de La 
Naturaleza, sin afectar, topar, utilizar o menoscabar alguno de los elementos que le 
pertenecen a La Naturaleza? 
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 ¿Acaso todos los seres orgánicos no viven en íntima relación, interdependencia y 
cohesión recíproca de relación mutua, utilidad mutua y necesidades generalmente 
recíprocas? 
 ¿Acaso la más ínfima ameba (el ser orgánico más antiguo, primitivo y ancestro de 
todas especies vivientes) no requiere anidar en los más diversos espacios y 
aprovecharse de los más diversos elementos de la naturaleza, por lo general de otros 
seres vivos como animales y plantas, para poder subsistir? 
 ¿Y no es algo parecido a la tarea “destructora” de la ameba, lo que hacen todas las 
demás especies vivientes? 
 En otras palabras: ¿Las especies vegetales no viven gracias a la luz del sol y a que 
“aprendieron” a crear oxígeno y clorofila, al par que se nutren de hidrógeno, 
potasio, carbono, nitrógeno y otras substancias que aisladamente se pueden 
considerar como “inorgánicas”, pero que, en el fondo, también forman parte de La 
Naturaleza? 
 ¿Y las especies zoológicas no logran subsistir a costa de consumir (“destruir”) 
especies vegetales: hojas, plantas, raíces, cortezas, semillas; y/o de matar a otras 
especies zoológicas menores; y, 
 ¿Acaso en la cúspide de esta cadena de sobrevivencia no está la especie humana que, 
para ello, debe consumir especies vegetales y animales en forma sistemática, masiva 
y hasta deliberada, puesto que ha logrado domesticar animales y plantas? 
Este es el decurso de la relación dialéctica entre toda la materia orgánica e inorgánica del 
Universo; y en él es que se inscriben los derechos de La Naturaleza, esta entidad compleja 
cuyos ámbitos resultan difíciles de precisarlos para efectos claros de su titularidad jurídica; y 
precisamente por estos matices de interdependencia de las necesidades de subsistencia de los 
seres humanos, frente a lo que debe constituir el uso racional y equilibrado de la naturaleza, es 
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que se tornan difusos los derechos de La Naturaleza, frente a los derechos personales y derechos 
colectivos por daño ambiental. 
2.4. Fundamentación Doctrinaria  
Es obvio el dilema que se presenta a los ojos de la humanidad entera, el hecho de que La 
Naturaleza pueda tener derechos cuya titularidad se opondría, en apariencia, con las necesidades 
de los propios seres humanos, quienes para subsistir requieren valerse de aquella, explotarla, 
utilizar sus recursos, aprovechar las bondades de su suelo, servirse bien de su clima, 
beneficiarse de su aire, gozar de sus aguas, disfrutar de su habitabilidad y, en definitiva lograr 
un desarrollo y progreso por medio de la obtención de recursos que solamente están dentro de la 
naturaleza misma. 
Pero, claro está, una cosa es satisfacer las necesidades humanas por medio del uso racional 
de sus recursos; y otra muy distinta valerse de dichos recursos para el lucro privado o 
individual, mientras la gran mayoría de la humanidad entera se debate en la real pobreza y en 
los términos más inhumanos. 
De allí que la depredación de La Naturaleza y los daños al medio ambiente no provienen, 
precisamente, del uso racional de los recursos naturales para beneficio de la humanidad; sino 
que se originan en todo lo contrario: en el uso irracional de los recursos naturales, y en la 
explotación depredadora de los mismos con el afán de saciar apetitos privados de las grandes 
sociedades multi-nacionales que en esos tiempos se han apropiado del mundo globalizadamente. 
Este es el fundamento objetivo, y la razón intrínseca, del porqué las grandes potencias 
industrializadas del mundo se han negado sistemáticamente a suscribir los instrumentos 
internacionales que las obliguen a paliar, si no a eliminar, la polución y el daño profundo que 
causan al medio ambiente. 
Las afectaciones directas que se causan a La Naturaleza por parte de las sociedades multi-
nacionales, provienen de varios mecanismos inapropiados, sumados al quemeimportismo de 
ellas, puesto que no les interesa el bien común, ni el bien de la humanidad, ni la integridad o el 
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equilibrio de las unidades del ecosistema de La Naturaleza.  Solamente les interesa el lucro y su 
competitividad (entre multinacionales), lo que significa, quien saca mayor utilidad o beneficio al 
menor costo, sin importarles para nada la depredación del medio ambiente. 
Por ejemplo, las emisiones de gases orgánicos carbonizados que las multi-nacionales 
realizan en contra de la capa atmosférica de ozono de nuestro planeta es un verdadero crimen de 
lesa humanidad, porque afecta, ya, indiscriminadamente a todos los habitantes de la Zona 
Ecuatorial del planeta, entre los que se encuentran todos los seres humanos de la República del 
Ecuador. 
Pero, siguiendo el curso del ejemplo propuesto, la eliminación de dichas emisiones es 
totalmente posible, gracias a los adelantos científico-tecnológicos de este mundo globalizado. 
Existen mecanismos de remediación, existen energías alternativas para disminuir y evitar hasta 
completamente la emisión de gases en las factorías, existen nuevas formas de combustión para 
los calderos, etc. etc. Pero nada de esto les interesa a las multinacionales porque tienen un solo 
horizonte: su afán de lucro frente a cualquier otra consideración. 
Entonces, más se imponen las razones de lucro privado de las gigantescas sociedades multi-
nacionales propietarias de las factorías que emiten dichos gases a la atmósfera de nuestro 
Planeta.  Y, claro, los gobiernos de las potencias donde tienen sus dominios, que responden y 
defienden los intereses de esas multinacionales, garantizan dichas emisiones y no se someten a 
los múltiples Instrumentos Internacionales que, desde 1972 se han suscrito por parte de la 
mayoría de Países. 
Son estas sociedades multi-nacionales, las que impusieron, soterradamente, disposiciones 
normativas y constitucionales en nuestro país, como sucedió con la Constitución de 1998, para 
determinar que todos los problemas del manejo ambiental se lo haga bajo los conceptos “del 
interés privado”; y de supuesta “remediación”, es decir, cuando ya los problemas estaban 




Fue así cómo, con las reformas jurídico-constitucionales que se dieron en el año 1998, se 
instituyó en nuestro país, como concepto jurídico universal, el del interés privado, de las 
sociedades multinacionales y de sus asociados nacionales, por sobre los intereses de la nación, 
del Estado y de la soberanía nacional. De ese modo se eliminaron incluso las posibilidades de 
reclamo por daños civiles provenientes del destrozo ambiental. 
Claro que ya mucho antes de estas reformas constitucionales del país, se había emprendido 
en una agresiva campaña de privatizaciones y de destrucción de la institucionalidad del Estado, 
por medio de la emisión de la Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de 
Servicios Públicos por la Iniciativa Privada. 
Al amparo de aquella Ley, se establecieron los principios jurídicos del manejo de los bienes 
del Estado por parte de empresas privadas, como si fuera cosa propia, y bajo sus intereses de 
lucro, de tal modo que el estado ponía el dinero para la construcción de carreteras, autopistas, 
represas de agua e infraestructura para su potabilización, o el sistema nacional interconectado de 
energía eléctrica, pero luego se entregaban todos estos bienes a manos de empresas privadas 
para que éstas las exploten en su beneficio de lucro. 
Bajo estas nuevas imposiciones jurídicas, legales y constitucionales, como formas objetivas 
de apropiación privada de los bienes públicos, hasta desapareció el concepto tributario de “tasas 
por servicios”; dándose a la “iniciativa privada”, las facultades legales para determinar sus 
“tarifas”, según el interés privado de lucro de los concesionarios, por supuesto. 
Como se puede apreciar, prácticamente se borró de la institucionalidad jurídica del país el 
concepto del interés público, como parte de la política globalizadora de las sociedades 
multinacionales. 
“La importante extensión global de la política de privatizaciones de empresas públicas, sobre 
todo en los años noventa, ha transmitido la idea de que el sector público empresarial ha 
experimentado una significativa disminución de su importancia en las economías que han 
puesto en práctica estas políticas […] 
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“A lo largo de las dos últimas décadas las políticas de privatizaciones de empresas públicas 
han tenido un relevante papel en la política económica y se han extendido a países de los cinco 
continentes…” (Durán, 2010, págs. 41, 67) 
Para estos efectos, entonces, se entendía como “interés público”, aquello que se podía 
articular desde los “INTERESES PRIVADOS DE LAS MULTINACIONALES y de sus socios de 
las “aldeas globales”; con lo cual los intereses públicos de la nación y del Estado ecuatoriano  
no eran otra cosa que el sistema de apropiación de los bienes del Estado, bajo distintas 
modalidades jurídicas: desde por medio del abandono de bie4nes públicos hasta por medio de la 
supuesta “venta” a precios más que irrisorios, exiguos, míseros. 
“Tanto la globalización como las privatizaciones son procesos que conceptualmente no es 
viable reducirlos a expresiones estructurales de la explicación, sino que es necesario privilegiar 
el análisis de la tensión entre las estructuras socioeconómicas y los actores sociales partiendo 
de la idea de que los individuos hacen su propia historia al tiempo que se rehacen en ella, es 
decir, son los actores sociales los que construyen la historia, pero al mismo tiempo, esta historia 
es resultado de la evolución de las estructuras socioeconómicas y de los intereses y 
motivaciones de los actores involucrados[…] 
“El proceso de la globalización tiene como una de sus expresiones y estrategias (y no la única) 
al llamado neoliberalismo […] 
“Al ser llevada al rango de ideología estatal, la teoría económica neoclásica responde a los 
intereses de la clase y los países dominantes. 
“En la dimensión de política económica, la economía neoclásica se ha presentado como un 
proceso de “desnacionalización integral” tras una desregulación estatal y una privatización 
económicas…” (Enríquez Pérez, 2011, págs. 9-11) 
Por consiguiente, luego de las constataciones expuestas, la nueva re-institucionalización 
jurídica-constitucional del país ha restablecido el interés público, la soberanía nacional, la 
soberanía alimentaria; y ha instituido el concepto jurídico del buen vivir, de los derechos de la 
naturaleza, de los derechos a un medio ambiente sano, con lo que se ha producido una ruptura 
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total con los viejos paradigmas, socio-económicos y jurídico-políticos que se han impuesto, 
globalizadamente, en las últimas décadas. 
Y, claro, estos nuevos postulados jurídico-constitucionales, tienen consecuencias 
profundasen toda la institucionalidad del Estado ecuatoriano, de allí que la precisión de los 
ámbitos jurídico-doctrinarios de la Naturaleza como sujeto de derechos, es esencial, ante la 
aparente difusividad que presentan tales derechos. 
Es claro que el problema angular que confronta La Naturaleza como concepto jurídico en sí 
y, lo que es más, como sujeto de derechos es su vastedad y amplitud de contenidos, puesto que 
dicho Sujeto abarca un universo complejo de elementos de la materia, de sistemas en los que esa 
materia se halla conectada para su existencia como tal, de géneros diversos con procesos y 
reacciones físico-químicas esencialmente distintas pero dialécticamente inter-relacionadas, etc. 
Si a lo señalado se agrega el hecho de que el Planeta en el que habita la especie humana, 
siendo el único habitable del sistema solar al que pertenece, también está estrechamente 
vinculado con fenómenos y procesos cósmicos de los que depende su existencia, de tal modo 
que si cambian los elementos que generan dichos procesos (como la extinción de la capa de 
ozono, por ejemplo, el Planeta Tierra se convertirá en inhabitable. 
Los últimos contenidos conceptuales que se han añadido al proceso de análisis y que se 
consignan en el inciso anterior, agregan elementos de complejidad a la determinación material 
de aquello que abarca La Naturaleza, pues se aprecia que ella está vinculada, muy 
estrechamente, con todo el espacio cósmico, con sus campos electromagnéticos que son los que 
determinan varias condiciones básicas y específicas para su conservación. Por ejemplo: 
a) El hecho de que La Tierra tenga sus dos auto-movimientos de rotación sobre su propio 
eje polar y de traslación en una órbita elíptica alrededor del sol; 
b) Lo anterior es posible solamente si se mantienen los contenidos de materia en sus 
espacios internos, puesto que si se los saquea, se cambiarán los polos 
electromagnéticos y, entre otras cosas, cambiará la polaridad norte y se invertirá la 
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tierra, como se ha demostrado que está ocurriendo, a través de la brújula que ya no 
apunta exactamente hacia el Polo Norte sino hacia una franja superior del Trópico de 
Cáncer; 
c) Al cambiar el polo electromagnético de la Tierra, como está ocurriendo según se acaba 
de indicar, van a cambiar también los niveles de tracción gravitacional que nuestro 
planeta ejerce sobre la Luna, al punto que dicho satélite podría desprenderse de la 
órbita terrestre y empezar a “vagar” casi como lo hace un cometa; 
d) Si perdiéramos la tracción recíproca que la luna y la tierra tienen entre sí, lo que le 
permite a dicho satélite mantenerse en esa posición y ejercer una influencia recíproca 
sobre múltiples elementos y fenómenos que ocurren en la Tierra y que permite su 
habitabilidad, se perderían dichas condiciones y, entre otras cosas por ejemplo: ya no 
sería posible, ni siquiera, que se mantenga firme el agua en los océanos y ésta volaría 
por los aires espaciales a velocidades impresionantes, si se considera que la tierra gira 
a alrededor de 1.666,55 Kilómetros por hora sobre su propio eje; y a 107.588 
kilómetros por hora en su movimiento de traslación; de modo que al desprenderse la 
luna de su órbita con respecto a la tierra, en cosa de segundos se vaciarían los mares; 
y, 
e) Pero no solamente ocurrirían las consecuencias señaladas en el inciso anterior, sino 
que, como ya lo señalara Isaac Newton: “la misma fuerza que le permite a una manzana 
caer del árbol, es la que mantiene a la luna en su órbita”*  (Citado por: Alonso, 1971, pág. 
98), entonces, no habría la fuerza que mantenga los objetos desprendibles a ras de 
suelo, lo que equivale a decir que ya no caerían las manzanas al piso, sino que junto 
con todos los objetos que no estén fijados, empotrados al suelo, también saldrían 
disparados hacia el espacio sideral, y a las velocidades señaladas. 
Estos breves ejemplos ilustran la serie de elementos y factores que intervienen en la 
conservación de La Naturaleza y, consiguientemente, lo inmenso, gigantesco y formidable que 
entraña el pretender una conceptualización jurídica precisa de lo que es ella, de esta amplitud 




2.5. Fundamentación Legal-positiva 
2.5.1. El problema de la definición legal de la naturaleza 
Sin embargo de los hechos anotados y puntualizados con cierta dosis de aparente 
dramatismo, pero que en el fondo entrañan una realidad evidente y objetiva, se puede 
desprender un hecho básico para efectos en la investigación que ocupa a este trabajo jurídico: 
que no todos los elementos descritos pueden ser abordados en una ley positiva. 
Al no poder enlistarse, de forma precisa y específica los Derechos de La naturaleza en un 
cuerpo legal, significa que las disposiciones sobre esos derechos siempre quedarán en un 
plano difuso, pero ello no significa, de ningún modo, que caigan en el vacío, que “no 
signifiquen nada” o que sean “pura novelería” como se ha postulado por parte de ciertos 
miembros del foro ecuatoriano y analistas de otras disciplinas científicas* (Bustamante, 2008) 
Cierto es que: 
“Si bien los derechos de la naturaleza aún no han sido desarrollados mediante una ley, se 
destaca que en la misma Constitución se ha incluido el principio de aplicación directa e 
inmediata de los derechos, lo que implica que no es necesario contar con leyes concretas para 
su efectiva aplicación. Al tener rango de derechos constitucionales es factible demandarlos a 
través de las acciones constitucionales que los garantizan, es así que, en estos casos...” 
(Suárez, 2011, pág. 5) 
Sí, es necesario e indispensable la elaboración y promulgación de una nueva Ley sobre 
Derechos de La Naturaleza y Defensa Ambiental acorde con los nuevos principios jurídico-
constitucionales del Buen Vivir, del Sumak Kawsay, de la Soberanía Alimentaria, del Hábitat 
Humano; que garantice el espacio público, que priorice al ser humano frente a la depredación, 




2.5.2. Contextualización global de los derechos de la naturaleza 
Pero por el momento, como anota la autora últimamente citada, y muy a pesar de que los 
Derechos de La naturaleza se hallen difusos, es indispensable cumplir con el Régimen de 
Derechos de nuevo estado ecuatoriano y acatar los principios establecidos por el artículo 11 de 
la  (Constitución de la República del ECuador, 2008) que en sus numerales1 y 3 determina: 
“Art. 11.- Principios que rigen para el ejercicio de los derechos. El ejercicio de los derechos 
se regirá por los siguientes principios: 
“1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las 
autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento [...] 
“3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 
cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 
parte.  
·Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán condiciones o 
requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. 
“Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para 
justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para 
negar su reconocimiento.”  
Esto significa, en primer lugar que la normativa jurídica-constitucional debe aplicarse en 
forma irrestricta y directa, por muy difusos que puedan ser, o que aparenten ser, sus contenidos, 
puesto que siempre habrá un ámbito de materialidad objetiva en que la norma sea aplicable y 
que, en efecto, debe aplicarse, atendiendo a cualquiera de los principios jurídicos más 
elementales de la hermenéutica jurídica, es decir, conforme está determinado por el artículo 18 
del (Código Civil, 2005): 
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“Los jueces no pueden suspender ni denegar la administración de justicia por oscuridad o 
falta de ley.  En tales casos juzgarán atendiendo a las reglas siguientes: 
“1ª Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de 
consultar su espíritu. 
“Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su 
intención o espíritu claramente manifestados en ella misma, o en la historia fidedigna de su 
establecimiento; 
“2ª Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso 
general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente 
para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal; 
“3ª Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido que les den los 
que profesan la misma ciencia o arte, a menos que aparezca claramente que se han tomado en 
sentido diverso; 
“4ª El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de 
manera que haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía. 
·Los pasajes oscuros de una ley pueden ser ilustrados por medio de otras leyes, 
particularmente si versan sobre el mismo asunto; 
“5ª Lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o 
restringir su interpretación.  La extensión que deba darse a toda ley se determinará por su 
genuino sentido y según las reglas de interpretación precedentes…”  
Por consiguiente, y en el proceso concreto de aplicación de la norma constitucional sobre los 
derechos de La Naturaleza, las autoridades administrativas o judiciales, según el caso y según 
corresponda a los ámbitos de sus competencias, podrán determinar qué contextos de las 
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múltiples unidades ecológicas en que se manifiesta de forma concreta la afectación o daño de La 
Naturaleza y de sus Derechos Universales establecidos por la Constitución. 
Más adelante, en la fundamentación teórico-científica, se podrá apreciar el sustento material 
de aquellos ámbitos que abarca la conceptualidad de La Naturaleza: esa gran cantidad de 
elementos de la materia, orgánica e inorgánica, que en estricta relación integral y dialéctica, 
conforma el Planeta Tierra; y las condiciones objetivas del equilibrio cósmico de la materia que 
se requiera para su existencia misma. 
No será nada difícil, constatar y analizar, entonces: ¿En qué medida está siendo afectada por 
la actividad humana alguno de esos procesos universales que permiten el equilibrio de los 
elementos materiales que conforman La Naturaleza, y sus procesos ecológicos integrales, para 
afectar la sostenibilidad y sustentabilidad de ella? 
Estas afectaciones son las que deben evitarse, y en caso de que se produzcan, habrá que 
tomar las medidas correspondientes, a través de un debido proceso (administrativo, judicial, 
constitucional o legislativo) para que, como dice la Constitución en su artículo 396, se 
establezcan las responsabilidades objetivamente, y se ordene lo que corresponda en cuanto a 
multas, indemnizaciones, reparaciones, restituciones y sanciones incluso de carácter penal (por 
ejemplo por medio de la acción legislativa que tipifique determinadas conductas en contra de La 
Naturaleza). 
Esta es obligación de toda autoridad del Estado ecuatoriano, para que tenga vigencia real la 
constitución en cuanto a los Derechos de La Naturaleza, y para que se aplique irrestrictamente 
lo ordenado por el artículo 11 del propio cuerpo constitucional: Los derechos y garantías 
establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos 
serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, 





2.5.3. La naturaleza y los derechos humanos 
Esta es otra parte del análisis legal en el que no deja de brotar esta interrogante básica: ¿será 
que se debe considerar, en el sentido conglobante de la disposición constitucional del artículo 
11, que los Derechos de La Naturaleza forman parte de los derechos humanos? 
Claro que sí, los derechos de la naturaleza forman parte de los derechos humanos en vista del 
siguiente curso lógico-inferencial evidente: 
a) Sin un planeta habitable no podrá existir la humanidad; y, 
b) Aunque parezca conclusión de Perogrullo: sin la humanidad no podrán existir los 
derechos humanos, [aunque estos derechos le parezcan irrelevantes y fruto de “procesos 
demagógicos” con el fin  de aupar “el flagelo de la subversión social”, según afirma 
(Cabanellas, 1986)  
Pero hay más: si se confronta la conceptualización definitoria que da el doctor Guillermo 
Cabanellas en su obra jurídica monumental que es un real Best Seller en la materia, se constata 
que este autor, justifica los actos represivos ante lo que denomina subversión social como 
sinónimo de los Derechos Humanos, afirmando: “que no pueden estar ajenos ni el error frecuente ni 
siquiera el exceso, cuando los represores no sólo sirven a la vindicta pública, sino que encuentran 
satisfacción corporativa de una venganza específica…” (Cabanellas, 1986, pág. 154) 
Entonces analogando semejante justificativo de los monstruosos crímenes que se cometieron 
en el país de residencia y segunda nacionalización del doctor Guillermo Cabanellas, o sea en 
Argentina, en las décadas de 1970-1980, cuyas pérdidas de vidas humanas se calculan en más 
de 35.000 personas, además de sus derivaciones que agregan desapariciones de infantes, recién 
nacidos y hasta niños secuestrados, se podría afirmar que si tales crímenes, perversos a todas 
luces, son justificables, y justificados, en nombre de una “satisfacción corporativa de una 
venganza específica”, ¡cuánto más podría estar justificada la depredación de La Naturaleza! 
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Viene esto muy a colación, puesto que interpretaciones de este tipo de contenidos jurídicos, 
jamás podrían servir de sustento para afectar los Derechos de La naturaleza en la realidad 
jurídica interna, actual, del Ecuador, porque los Derechos de La Naturaleza, y 
consiguientemente los Derechos Humanos, están íntimamente vinculados con los derechos del 
buen vivir; los derechos al agua y a la alimentación; los derechos a un ambiente sano; los 
derechos a la información y comunicación veraz, oportuna y verificada; los derechos a la cultura 
y la ciencia; los derechos a la educación; los derechos al hábitat y a la vivienda; los derechos a 
la salud; los derechos al trabajo y a la seguridad social; los derechos de las personas y grupos de 
atención prioritaria; los derechos a la movilidad humana; los derechos de usuarios y 
consumidores; los derechos de las comunidades, pueblos y nacionalidades; los derechos de 
participación y de protección. 
Es decir que la Naturaleza y la Humanidad de los seres que habitan el Estado del Ecuador 
están íntima e integralmente vinculados, entrelazados, fundidos y fusionados, formando una 
sola cosa o ente jurídico. Esta relación entre desarrollo y derechos, entre el ámbito material y el 
ámbito social, ha sido reconocido oficialmente,  incluso,  por la Iglesia católico-romana, que a 
comienzos de la década de 1960, por medio de la Encíclica Mater et Magister, del Papa Juan 
XXIII, proclamó: 
“En el campo científico, técnico y económico se registran en nuestros días las siguientes 
innovaciones: el descubrimiento de la energía atómica y sus progresivas aplicaciones, primero 
en la esfera militar y después en el campo civil; las casi ilimitadas posibilidades descubiertas 
por la química en el área de las producciones sintéticas; la extensión de la automatización, 
sobre todo en los sectores de la industria y de los servicios; la modernización progresiva de la 
agricultura; la casi desaparición de las distancias entre los pueblos, sobre todo por obra de la 
radio y de la televisión; la velocidad creciente de los transportes de toda clase y, por último, la 
conquista ya iniciada de los espacios interplanetarios. […] 
“Nos, por tanto, a la vista de lo anteriormente expuesto, sentimos el deber… de exhortar a 
todos a que acepten como luz y estímulo las enseñanzas de sus encíclicas, si quieren resolver 
la cuestión social por los caminos más ajustados a las circunstancias de nuestro tiempo.” 
(Juan XXIII, 1961, págs. 11 - 12) 
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Por consiguiente, a pesar de que aparezcan como difusos los Derechos de la Naturaleza, 
tanto como los Derechos Humanos según se acaba de demostrar, y se pretendan justificar 
crímenes o depredaciones, la racionalidad humana, la sindéresis, el raciocinio sesudo y hasta el 
sentido común, exige que debe haber un justo equilibrio de respeto y cumplimiento de la 
normativa constitucional en forma articulada, conglobante y sistemática. 
Entonces, así como el respeto y garantía a los Derechos Humanos no debiera significar el 
asesinato masivo ni siquiera bajo el pretexto o argumento de que eso satisface una “venganza 
corporativa específica”, porque esto repugna a la razón más elemental del ser humano; del 
mismo modo, no se deberá depredar a la naturaleza para satisfacer las ambiciones de lucro 
incesante de las sociedades multi-nacionales. 
2.5.4. Legalidad y sano equilibrio apegados al sentido común 
Queda muy claro que no se debe depredar a la naturaleza bajo ningún sofisma jurídico (o con 
apariencia de ser jurídico, aunque conste en un Diccionario Jurídico Enciclopédico); pero, al 
mismo tiempo, debe existir el justo equilibrio, en sentido dialéctico, porque los seres humanos 
requieren utilizar, aprovechar y explotar determinados recursos de la naturaleza para poder 
subsistir. 
Nadie podría vivir sin agua, entonces hay que aplicar la ciencia y la tecnología modernas (a 
las que se refiere la Encíclica del Papa Juan XXIII) para captar adecuadamente las fuentes de 
agua, almacenarlas, procesarlas, potabilizarlas y distribuirlas a fin de que lleguen a los 
domicilios de las personas, puesto que ese líquido es vital. 
Igual descripción se puede hacer de los múltiples elementos, cosas, bienes, herramientas, 
utensilios, maquinarias, etc. que sirven para la vida de las modernas sociedades: luz, 
comunicación, espacios públicos, caminos, carreteras, vestuario, vehículos, etc. Todos estos 
implementos se obtienen de ciertas fuentes de la naturaleza: minas, ríos, canteras, yacimientos 
gasíferos o petrolíferos, materias primas de distinto género, instalaciones de factorías, etc. 
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Por consiguiente, no se puede prescindir de la utilización de La Naturaleza, de sus recursos, 
de su ambiente, de todo su entorno. El problema radica en que dicha utilización debe ser hecha 
con el menor impacto ambiental y aplicando todos los conocimientos y mecanismos científico-
tecnológicos que existen en las sociedades contemporáneas. 
Sobre la comprensión cabal de estos últimos elementos legales que se plantean, hay 
suficiente material jurídico cognoscitivo y racional, en el contexto de las disposiciones 
constitucionales cuando se hace referencia a los derechos al agua, a la alimentación, a un 
ambiente sano, al hábitat, a un ambiente sano y al buen vivir. 
Pero, por si no fuera suficiente, en la propia constitución, al determinarse los derechos 
concretos de La naturaleza, por medio del Capítulo Séptimo, del Título Segundo que trata sobre 
el (Régimen de Derechos), se establece: 
“Art. 71.- Derecho de los ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos de la 
naturaleza. La naturaleza o Pachamama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a 
que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos 
vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos.  
“Toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá exigir a la autoridad pública el 
cumplimiento de los derechos de la naturaleza. Para aplicar e interpretar estos derechos se 
observarán los principios establecidos en la Constitución, en lo que proceda.  
“El Estado incentivará a las personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que protejan 
la naturaleza, y promoverá el respeto a todos los elementos que forman un ecosistema.  
“Art. 72.- Derechos de restauración de la naturaleza; y obligación de indemnizar por daños. 
La naturaleza tiene derecho a la restauración. Esta restauración será independiente de la 
obligación que tienen el Estado y las personas naturales o jurídicas de indemnizar a los 
individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales afectados.  
“En los casos de impacto ambiental grave o permanente, incluidos los ocasionados por la 
explotación de los recursos naturales no renovables, el Estado establecerá los mecanismos más 
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eficaces para alcanzar la restauración, y adoptará las medidas adecuadas para eliminar o 
mitigar las consecuencias ambientales nocivas.  
“Art. 73.- Medidas de precaución para evitar alteraciones del ecosistema. El Estado aplicará 
medidas de precaución y restricción para las actividades que puedan conducir a la extinción de 
especies, la destrucción de ecosistemas o la alteración permanente de los ciclos naturales.  
“Se prohíbe la introducción de organismos y material orgánico e inorgánico que puedan alterar 
de manera definitiva el patrimonio genético nacional.  
“Art. 74.- Derechos de comunidades, pueblos y nacionalidades al ambiente y al buen vivir. Las 
personas, comunidades, pueblos y nacionalidades tendrán derecho a beneficiarse del ambiente y 
de las riquezas naturales que les permitan el buen vivir.  
“Los servicios ambientales no serán susceptibles de apropiación; su producción, prestación, 
uso y aprovechamiento serán regulados por el Estado.” 
No obstante, también es muy claro que se necesita una ley especial que sistematice, de mejor 
forma objetiva y clara, los alcances de los derechos de la naturaleza; y lo que es más, las 
viabilidades procesales por parte de quienes puedan ejercer los derechos de acción. 
2.6. Fundamentación Sociológica o Social 
Es necesario un análisis sociológico sobre la importancia de esta nueva norma constitucional 
que reconoce a la naturaleza como sujeto de derechos, y su vinculación con otros derechos 
fundamentales, entre ellos los del buen vivir o el derecho a un medio ambiente sano. 




a) Desde el contexto teórico-social: ya que se trata de un tema completamente nuevo, 
pues la titularidad jurídica de derechos de la naturaleza se establecieron, por primera 
vez en la historia jurídica del país, con la constitución del 2008, aprobada por 
referéndum, por lo tanto, es necesario formular los contenidos jurídico-doctrinarios 
respecto al cómo puede la naturaleza ejercer esa titularidad de derechos; 
b) Desde el contexto metodológico-sistemático: pues nos corresponde abrir un nuevo 
campo de análisis, vinculado con las percepciones histórica de la humanidad acerca 
de La Naturaleza, para determinar los contenidos de aquella titularidad jurídica de 
derechos de la naturaleza, y de la viabilización de las acciones pertinentes en caso de 
violación o afectabilidad de tales derechos;  y, 
c) Desde un contexto práctico u operativo: ya que una vez franqueados los 
conocimientos anteriormente expuestos, se podrán establecer los mecanismos reales 
de defensa del medio ambiente y de todos los componentes de las Unidades Eco-
planetarias de nuestro territorio, y determinar los lineamientos jurídico-correctivos de 
la legislación ecuatoriana sobre gestión ambiental. 
Los invocados Derechos que la Constitución confiere a la naturaleza, están consagrados 
en el Título II, Capítulo Séptimo, artículos 71 a 74, como contenidos específicos: 
 Derecho de los ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos de la 
naturaleza; 
 Derechos de restauración de la naturaleza; 
 Obligación de indemnizar por daños; 
 Medidas de precaución para evitar alteraciones del ecosistema; y, 
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 Derechos de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades al ambiente y 
al Buen Vivir. 
Y ya que se hace mención al Buen Vivir, este concepto jurídico-constitucional de alto 
contenido social, pero que también entraña otros ámbitos normativos como las Políticas 
Públicas, Servicios Públicos y Participación Ciudadana; además de la conservación del 
patrimonio natural del Estado, o del régimen de desarrollo como el conjunto organizado, 
sostenible y dinámico de los sistemas económicos, políticos, socio-culturales y ambientales, que 
garantizan la realización del sumak kawsay. 
Es de notar, entonces, que en este ámbito jurídico-social de los Derechos de la Naturaleza, 
que implican a los contenidos del Buen Vivir o Sumak Kawsay, estamos involucrados, 
socialmente, todos los seres humanos, puesto que formamos parte de la propia naturaleza, de sus 
nichos ecológicos, de su armonía funcional y evolutiva y de su propio hábitat que nos da el 
medio donde todos debemos vivir. 
De tal manera que el sistema jurídico del Buen Vivir, es una nueva visión jurídica socio-
integral de la estructuración del Estado, de su papel como institución representativa del pueblo y 
de sus comunidades, nacionales, pluriculturales y multi-étnicas. 
Por lo tanto, todas las personas como sociedad en su conjunto, las comunidades, los pueblos 
y las nacionalidades del país se insertan en la plena titularidad de derechos para vivir en un 
ambiente sano, libre de contaminación, con acceso a todos los servicios públicos, con derechos 
de participación, y bajo niveles de desarrollo sustentables, dinámicos y organizados. 
En consecuencia, en un primer intento de acercamiento hacia la titularidad de derechos de 
acción en defensa de la naturaleza como sujeta de derechos, se puede afirmar que es la sociedad 
entera, las comunidades y pueblos bajo los ámbitos jurídicos señalados, la Titular de Derechos 
ante cualquier tipo de daño, de afectación, de avería, deterioro o quebranto a las estructuras que 
conforman cada una de las unidades ecológicas; y que, como consecuencia de aquello, dichas 




2.7. Fundamentación Teórico - Científica 
Las normas jurídicas, que siempre responden a la realidad objetiva o a un interés concreto de 
esa realidad, en los distintos órdenes del convivir humano: social económico, financiero, 
cultural, ideológico, religioso, político, etc., también deben responder a una conceptualización 
de La Naturaleza, como materia sobre la que recae esa norma, constitucional en el presente 
caso. 
De modo que es indispensable delinear qué mismo es la naturaleza, establecerla en sus 
rasgos generales, comprender sus alcances, sus contenidos, sus formas de expresión o 
manifestación, su exterioridad material en los distintos órdenes del convivir humano, etc.; pues, 
si no existieran estos elementos cognoscitivos, como elementos de la comprensión jurídica, 
dichas normas sobre los derechos de La Naturaleza caerían en el vacío. 
Esto significa que una cosa es lo difuso del derecho, por su amplitud y por la multiplicidad 
infinita de elementos, objetos, fenómenos y procesos que abarca en su inmensa funcionalidad 
planetaria y cósmica; y otra muy distinta que todo sea indefinido, puramente abstracto y carente 
de realidad objetiva. 
De allí que, para los efectos teórico-científicos del presente trabajo investigativo, se entiende 
por naturaleza, en su sentido más amplio, a aquel ámbito de tiempo-espacio equivalente al 
mundo natural, al universo físico en el que se encuentra localizado el planeta habitado por las 
distintas especies; y que es el medio que le permite, a este Planeta, ser: tanto el único habitable 
y apto para la existencia de condiciones idóneas para esa habitabilidad, como el único apto 
para el desarrollo de la vida orgánica. 
Ya en sentido más concreto y casi específico, se puede entender por naturaleza al mundo 
material que se mueve en el espacio bajo determinadas órbitas alrededor del sol; o a este 
universo material que permite la existencia biológica, la subsistencia de todas las especies y el 
desarrollo de las mismas en procesos de inter-relación incesante; pues, si no existiera la aptitud 




Como, se sabe, por ejemplo, la vida sobre la Tierra, prácticamente desapareció en la Era 
Terciaria, la de los Gigantescos Saurios, a causa del choque de un meteorito que llegó desde 
el espacio sideral; y no es que todo fue eliminado a causa de la explosión provocada por el 
impacto, sino que ésta levantó tal cantidad de polvo (según evidencias esto habría ocurrido en 
el Golfo de México), al punto que la tierra se cubrió de un espeso manto de polvo y ello 
impidió el paso de la luz solar por algunos meses. Esta opacidad alteró la vida orgánica de las 
plantas, volvió el aire irrespirable y los grandes saurios murieron de inanición* (Cfr. 
NATIONAL GEOGRAPHIC, Enciclopedia, 2006) 
De manera que en este último sentido más específico y particular, el término naturaleza hace 
referencia a los fenómenos conglobantes del mundo físico donde se produce la materia orgánica 
que da origen a la vida en general, es decir, a la vida en su más vasto sentido: desde las micro 
partículas de albúminas, donde está su fuente primigenia, hasta la vida humana que es el 
máximo desarrollo evolutivo de la materia orgánica. 
Además, si se analiza el contexto genérico de la nueva Constitución, acorde con la Primera 
Declaración de Johannesburgo, la de 1972, se verá que en el concepto de naturaleza, de 
ambiente y de “medio ambiente”, se incluye el concepto de derechos, de Estado de Derechos, 
así en plural, y por tanto, dentro de este complejo holístico de la naturaleza, al entenderse a los 
seres humanos incluidos en ella, se entiende, también, por naturaleza, a los contenidos 
culturales, interculturales, multi-étnicos y plurinacionales. Y, de todo este conjunto jurídico-
conceptual se desprende el Buen Vivir. 
Por las razones anotadas es que dentro de la cosmovisión aborigen, que la sustenta el 
movimiento indígena, entienden por naturaleza a la Pacha Mama, a la misma que ellos la 
conciben como un ente vivo, (sin las diferencias clasificatorias de la materia en “orgánica” e 
“inorgánica”): 
“La naturaleza es nuestra madre. Esa es una verdad evidente en la cosmovisión de muchos 
pueblos indígenas y tradicionales del mundo entero, que la consideran no como un algo que 
puede ser apropiado y explotado, sino como un alguien que nos procrea, nutre y acoge, y con 
quien establecemos relaciones especiales de carácter espiritual.” (Fundación Pacha Mama 
Revista, Iniciativa- Ciudadanizando la Política Ambiental, Nº 6., 2010, pág. 6) 
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Entonces, La Naturaleza viene a ser el sistema global constituido por los varios elementos de 
la materia orgánica e inorgánica (aunque esta clasificación ya no se corresponde con los 
modernos adelantos científicos y tecnológicos)  dentro del cual se posibilita la existencia de la 
vida, entre ella la de los seres humanos, en íntima relación dialéctica con cada uno de los 
ecosistemas y de las unidades ecológicas; las mismas que hacen posible la institucionalización 
de su cultura, de su modo de vida, de su cosmovisión y de su sobrevivencia. 
Finalmente, en términos teórico-científicos, se puede afirmar que La Naturaleza está 
constituida por elementos del mundo físico (orgánicos e inorgánicos), en los términos que se 
han conceptualizado. 
Formarán parte de La Naturaleza, entonces, los minerales, los seres orgánicos 
microbiológicos, las especies vegetales, los animales, las plantas, el agua, el aire; y, claro, una 
serie de productos  artificiales que son producto del manejo artificial hecho por los seres 
humanos sobre los procesos y fenómenos naturales: 
a) Comenzando por la preparación del terreno para sembrar alimentos; 
b) Pasando por los medios y mecanismos que se utilicen para la habilitación del suelo 
(medios orgánicos o inorgánicos); 
c) Culminando con la producción agrícola en sí misma; y, 
d) De allí, todo el entorno adicional de procesamientos: desde la agroindustria, hasta la 
producción de la maquinaria para ella; y la producción de otros elementos industriales: 
para transportar la producción, almacenar sin riesgo los productos cultivados, hacer que 
lleguen a los centros de sub-distribución y, finalmente al consumidor que se alimentará 





Los Derechos Difusos del medio ambiente, entendido éste hoy como parte integral de La 
Naturaleza, conforman la titularidad jurídica de las personas, grupos humanos, colectividades, 
culturas y nacionalidades; y su ejercicio no depende sólo de la afectación a un derecho subjetivo 
específico, sino a un interés jurídico integral de La Naturaleza y de tales sujetos (personas o 
colectividades) como parte de ella. 
2.9. Señalamiento de Variables 
2.9.1. Variable Independiente: 
Los Derechos Difusos de La Naturaleza (por la falta de una legislación específica, particular, 
acorde con las nuevas necesidades del ambiente en el nuevo ámbito jurídico-constitucional del 
país) 
 
2.9.2. Variable Dependiente: 
La Titularidad Constitucional de los Derechos Difusos de La Naturaleza, considerados 
doctrinariamente como derechos de tercera generación. 
 
2.9.3. Variable Interviniente 
Las violaciones al Nuevo Régimen Jurídico de Derechos y de Justicia establecido en el país, 







3.1. Modalidad básica de la investigación 
Las ciencias sociales son, como las matemáticas, ciencias denominadas abstractas, por 
consiguiente sus objetos de conocimiento son procesos de distinto género que se toman del 
entramado social, con la particularidad compleja de que: 
a) Cada proceso tiene sus particularidades cambiantes en el tiempo y en el espacio, de 
conformidad con la relación de fuerzas y de circunstancias de los grupos que interactúan; 
b) En dicha interacción de los grupos sociales, no todos actúan bajo ciertos márgenes de 
coherencia como grupo, a pesar de que es posible hallar y determinar ciertos rasgos 
genéricos que pueden exteriorizarse como características o como variables; 
c) Por la generalidad, el cuerpo social es más o menos informe, la apatía de sus integrantes 
y hasta la anomia social son los denominadores comunes, con lo cual se genera una real 
in-consciencia ante los hechos y fenómenos que le circundan; 
d) La señalada inconsciencia, no solo que profundiza la anomia social, sino que convierte a 
los individuos (personas y familias de la sociedad) en objetos permeables de los 
paradigmas ideológico-religiosos y de las creencias más supinas; 
e) Como la que podríamos denominar “armazón consciencial” de las personas tiene su base 
en las creencias introyectadas por los sistemas ideológico-religiosos, dichas creencias se 
convierten en el basamento “explicativo” de todas sus percepciones de la realidad; y de 
ese modo, ante una pregunta cualquiera, como ¿por qué usted es pobre?, responderá algo 
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como lo siguiente: “porque dios así lo ha querido”; porque mis padres también eran 
pobres”; “porque Dios quiere que en el mundo existan ricos y pobres”; 
f) Pero las anteriores ideas perceptivas ejemplificadas, no es que surgen de la cabeza de los 
individuos por generación espontánea, ni porque ese es “su criterio”; sino porque a 
través de la historia se ha transmitido toda una herencia cultural-perceptiva e ideológico-
cognoscitiva, como la siguiente que, como simple muestreo, se extrae de la ya citada 
Encíclica Magister Et Magistral del Papa Juan XXIII: “Los que tienen mayor abundancia de 
bienes, lo han recibido de dios…”* (Papa Juan XXIII, citando a su antecesor Pío XII, quien 
afirma tal cosa en su famoso discurso radial de 1941, en plena Segunda Guerra Mundial, 
dirigido a los trabajadores del mundo. Este discurso es también tenido como Encíclica: “Radio-
Mensaje de Penteco) (Supra: p. 49), de allí a inferir que la voluntad de dios es también la 
contraria, no hay más que un paso consecuente, como: “los que no han recibido ningún 
tipo de bienes, no lo han recibido de dios”, y punto: da por satisfecha su consciencia, 
cree firmemente en ello, resigna su situación, “esperando la recompensa en la otra 
vida”, porque su pobreza y su humillación ante los ricos-amos: “eso; es agradable a los 
ojos del Señor”* (Pedro, San, Primera Epístola Universal, Cap2; Vs 20, en La Biblia, , 1966, 
pág. 1127); 
g) Esta forma mediatizada, o mejor alienada (enajenada) de pensar y conocer la realidad, ha 
llevado a Bolívar Echeverría Andrade, filósofo ecuatoriano y tratadista de la teoría del 
conocimiento a afirmar: “… Por tanto, la consciencia está mediatizada históricamente, es la 
historia la que otorga finitud a la consciencia, por ser algo dado…”* (Echeverría Andrade, pág. 
255) 
h) De tal modo que, por las razones anteriormente expuestas, en materia de investigación 
cognoscitiva sobre normas jurídicas y de sus contenidos relacionados con todo el cuerpo 
jurídico-sistemático del país, la metodología que se impone como modalidad básica de 
investigación es la Hermenéutica Jurídica, que consiste en la interpretación de una 
realidad dada: la realidad de la normativa jurídica global, en este caso, y sus contenidos 
lógico-materiales, sus alcances objetivo-circunstanciales, sus presupuestos teórico-
hipotéticos y sus efectos reales en la convivencia social; 
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i) Por consiguiente, para efectos de la fundamentación lógico-orgánica y jurídico-
sistemática de los contenidos normativos constitucionales, sobre los Derechos de La 
Naturaleza, se tornaba indispensable, forzoso e inexcusable aplicar las reglas de 
hermenéutica jurídica, en estricta vinculación con la nueva realidad social que se ha 
generado en el país, a partir de la vigencia de la Constitución del 2008; 
j) Sin embargo, y adicionalmente, se ha optado por una forma de investigación de campo 
tendiente a conocer las percepciones de la población vinculada tanto con el tema jurídico 
que se ha planteado, como una modalidad de gestión-acción investigativa sobre los 
Derechos de La Naturaleza, para saber cómo entiende esa población los mencionados 
Derechos, en medio de su saber ordinario, cotidiano de estudio o actividad profesional; o 
dentro del cumplimiento del objeto social de sus entidades jurídicas a las que pertenecen; 
y, 
k) En este último sentido, la modalidad de la presente investigación, se la ha vinculado con 
aquella que se denomina “investigación-acción”, puesto que se recurre a los miembros 
del entorno social, a su participación en el proceso investigativo; y de ellos se ha tomado 
un muestreo significativo de ciento cincuenta personas entre la población de estudiantes 
de derecho, profesionales del derecho y activistas o personas vinculadas a ONGs 
medioambientalistas. 
3.2. Nivel o Tipo de investigación 
El tipo de investigación que se ha desarrollado, a pesar de que se ha recurrido 
fundamentalmente a la hermenéutica jurídica, ésta ha sido integral, de modo que corresponde, 
en conjunto, al modelo holístico, pues se ha tratado de vincular, en medida de lo posible 
conforme a la naturaleza y limitaciones del presente trabajo, el conocimiento abstracto-
hipotético de las normas jurídicas con sus ámbitos de realidad, del inmenso ámbito material que 




Desde la formulación holística es que se ha entendido a La Naturaleza como un ente 
universal que rebasa los simples linderos territoriales del Estado ecuatoriano, de manera que La 
Naturaleza no es un pedazo de territorio, sino el conjunto de elementos, factores y procesos de 
distinto orden que se producen en el universo cósmico, del que depende la existencia de este 
Planeta y su viabilidad para la existencia de la materia orgánica, y de la vida humana dentro de 
él. 
Por consiguiente, el tipo de esta investigación es exploratorio comenzando por los problemas 
ínsitos de aquello que abarca el concepto de La Naturaleza, para poder entender los ámbitos y 
alcances de la entidad que se halla tutelada, constitucionalmente, como sujeto de derechos. 
Entonces, bajo esa comprensión universal de los derechos de la naturaleza se ha podido, 
también, hallar los entretelones de intereses materiales y jurídicos que se esconden en la 
institucionalidad económico-jurídica del Planeta en que habita toda la población mundial, esto 
es: se ha descubierto que el mundo está en manos privadas de gigantescas sociedades multi-
nacionales que saquen, depredan, destruyen y devastan la naturaleza, en brutal competencia 
globalizada. 
Bajo esa determinación cognoscitiva, se ha podido establecer los alcances de los Derechos 
de La Naturaleza constitucionalmente establecidos y la necesidad de establecer nuevas políticas 
legislativas, con nuevos cuerpos jurídicos que viabilicen, de mejor forma, el cumplimiento de la 
normativa constitucional sobre todos los factores que comprenden esos Derechos de La 
Naturaleza, a pesar de que las normas constitucionales sean de inmediata aplicación, y de que 
sean directamente justiciables. 
3.3. Población y muestra 
La población se la ha determinado de entre estudiantes de derecho, profesionales del foro 
ecuatoriano y personas vinculadas a grupos, organizaciones gremiales u Organizaciones No 
Gubernamentales -ONGs- involucradas en actividades de defensa al medio ambiente, puesto 
que éste es parte de la naturaleza. 
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La muestra es aleatoria, es decir, se ha tomado en forma no seleccionada, sino más bien 
espontánea entre las personas cuyas calidades se han determinado previamente, como queda 
señalado, para realizar la investigación de campo, puesto que se entiende que cada una de las 
personas que sean encuestadas responde a la misma probabilidad de elegirlos en sus cualidades 
de conocimiento sobre la materia; y a una misma calidad de elementos sobre los que se 
encamina la encuesta. 
Sin embargo, se debe entender con claridad y precisión, que las opiniones y pareceres de las 
personas encuestadas, no son determinantes para efectos de la validez de los contenidos 
jurídico-doctrinarios de la presente tesis; por ello es que esta parte cognoscitiva se ha elaborado 
mediante la exploración teórica-bibliográfica. La investigación de campo permite entender las 
percepciones de la población indicada sobre los derechos de la naturaleza y sobre la forma en 
que se debiera defenderla. 
De otra parte, la investigación de campo a las personas tomadas por muestreo aleatorio 
simple, se la ha hecho en forma anónima, porque esto garantiza una respuesta mucho más 
abierta y espontánea de las personas encuestadas toda vez que no les entraña ningún 
compromiso; y, de ese modo, pueden responder con mayor franqueza y espontaneidad. 
3.4. Matriz de Operacionalización de variables 
3.4.1. Variable Independiente: 
Derechos Difusos de La Naturaleza (por la falta de una legislación específica, particular, 
acorde con las nuevas necesidades del ambiente en el nuevo ámbito jurídico-constitucional del 
país). 
3.4.2. Variable Dependiente: 
Titularidad de los Derechos Difusos de La Naturaleza. 
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3.4.3. Variable Interviniente 
Las violaciones al Nuevo Régimen Jurídico de Derechos y de Justicia establecido en el 
país, que consagra para La Naturaleza una titularidad jurídica. 
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3.5. Técnicas e instrumentos  y recolección de datos 
La recolección de datos se realizó por medio de encuestas y para el efecto se elaboró 
previamente un formato, con preguntas cerradas dirigidas a cincuenta estudiantes de derecho de 
distintas universidades de la ciudad de Quito; a cincuenta profesionales del Derecho; y a 
cincuenta personas vinculadas con gremios y organizaciones que tuvieren como objeto social la 
defensa del ambiente. 
Como se indicó al determinar el tipo de investigación, con el fin de evitar resistencias entre 
las personas a las cuales fue dirigida la encuesta, se orientó que sea una encuesta anónima; pero 
como la muestra debía cumplir con determinados pre-requisitos de los encuestados se 
establecieron los siguiente mecanismo previos: 
a) Un listado tentativo de profesionales del Derecho a quienes se les consultó sobre su 
disposición de responder a una encuesta, anónima con preguntas cerradas; 
b) Una ubicación de las facultades de jurisprudencia de las universidades SEK, en Guápulo 
(espacios del convento de esa localidad); PUCE, en la Avenida 12 de Octubre y Ladrón 
de Guevara; y Universidad Central del Ecuador. Por la población de estudiantes de 
derecho en cada uno de los centros universitarios señalados, se decidió que se harían 20 
encuestas en la Universidad Central, 20 en la Universidad Católica y 10 en la 
Universidad SEK; 
c) En cuanto a las personas de gremios y vinculadas con ONGs se presentaron algún os 
problemas para cumplir con lo planificado, pues, se constató que buena parte de dichas 
ONGs estaban domiciliadas fuera de la ciudad de Quito, como Fundación  VISOL 
(Fundación  Vida Solidaria), que tiene sede en Loja; Fundación Colinas Verdes, también 
con sede en Loja; Fundación FIDSASE, con sede en Zamora Chinchipe; Fundación 
CORPEKA, con sede en Pastaza; Fundación  RICANCIE, con sede en Tena; Fundación 
INTI-WASI, con sede en Baños-Tungurahua; Fundación Ecológica MAZÁN, con sede 
en Cuenca; Fundación ALTAMIRA, con sede en Guaranda; o, Fundación BOSUE POR 
LA VIDA, con sede en Guayaquil; 
85 
 
d) En vista de los hechos fácticos señalados en el literal anterior, se tomó como referentes 
al personal y miembros de las comunidades de Pintag con quienes labora la Corporación 
AVES Y CONSERVACIÓN, una ONG ornitológica que ha hecho un importante 
inventario sobre esa materia en la zona del Antizana, y cuya responsable la Lic. Claudia 
Vinueza nos brindó las facilidades correspondientes; se entabló relación también con 
personeros de la corporación Centro Ecuatoriano de Derecho Ambiental, su directivo, 
Daniel Barragán, también nos bridó las facilidades correspondientes; 
e) Se tomó contacto, también con miembros de la ya disuelta Fundación PACHA MAMA, 
pero como tiene ese problema jurídico, se desestimó realizar la encuesta con ellos por la 
carga emotivo-perceptiva y la predisposición psico-social negativa que se podría 
traslucir en sus respuestas; y, 
f) Ante las limitaciones señaladas, y como la encuesta también estaba dirigida a 
organizaciones gremiales, se contactó con los dirigentes de las Centrales Sindicales de 
Trabajadores: José Chávez de la Confederación Ecuatoriana de Organizaciones 
Sindicales Libres -CEOSL-, Mesías Tatamuez de la Central Ecuatoriana de 
Organizaciones Clasistas .CEDOC-, y Edgar Sarango de la Confederación de 
Trabajadores del Ecuador -CTE-. Todos colaboraron para facilitarnos contactos a fin de 
realizar las encuestas previstas. 
A todos los encuestados se les advirtió que sus respuestas no tenían ningún carácter 
vinculante ni le acarreaba responsabilidad alguna, pues se trataba de una cuestión puramente 
académica. 
La mencionada indicación previa se consideró indispensable, con el fin de obtener 
espontaneidad y franqueza en las respuestas, puesto que era imperioso evitar cualquier tipo de 
sesgo o de mediatización que pudiera esconder el real contenido de las respuestas y la franqueza 
de las mismas. 
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Por consiguiente, la muestra aleatoria de la investigación d campo obtenida en la ciudad de 
Quito refleja, a plenitud, la realidad de las percepciones cognitivas sobre los Derechos de La 
Naturaleza y sus efectos en la realidad jurídica del país. 
El formato de la encuesta contiene el siguiente cuestionario, con veinte preguntas cerradas 
que se orientan a obtener respuestas directas de los encuestados: 
1. ¿Se siente usted parte de La Naturaleza?  
SI……..    NO..……. 
2. ¿Sabía usted que quienes más contaminan La Naturaleza son las factorías de las 
sociedades multinacionales de los países desarrollados?  
  Sí ………    No……… 
3. ¿Sabía usted que dichas factorías, en una hora contaminan más La Naturaleza que 
todo el Ecuador en un año?  
  Sí ………    No……… 
4. ¿Sabía usted que los gobiernos de Estados Unidos y Europa se han negado a 
suscribir los Instrumentos Internacionales contra el daño ambiental?  
  Sí ………    No……… 
5. ¿Sabía usted que el daño ambiental que causan los países desarrollados afecta a todo 
el Planeta Tierra?  
  Sí ………    No……… 
6. ¿Sabía usted que el daño al Planeta afecta a los Derechos de La Naturaleza; y por lo 
tanto a nuestro país?  




7. ¿Sabía usted que a pesar de que, en el Ecuador, están garantizados los derechos de 
La Naturaleza nada se puede hacer contra los grandes contaminadores mundiales?  
  Sí ………    No……… 
8. ¿Cree usted, entonces, que los Derechos de La Naturaleza consagrados en la 
Constitución no tienen relevancia ante la contaminación mundial?  
  Sí ………    No……… 
9. ¿Se debe reclamar internacionalmente, ante tribunales internacionales, por la 
contaminación que hacen las multinacionales?  
  Sí ………    No……… 
10.¿Cree que los tribunales internacionales atendieran una demanda del Estado 
ecuatoriano contra las multinacionales contaminadoras de La Naturaleza?  
  Sí ………    No……… 
11. ¿Cree usted que los tribunales internacionales resolvieran favorablemente a la 
demanda ecuatoriana y en contra de las sociedades multinacionales?  
  Sí ………    No……… 
12. ¿Cree o conoce usted que las multinacionales han contaminado el territorio 
ecuatoriano?  
  Sí ………    No………   
13. ¿Cree usted que el Estado ecuatoriano debe demandar a las multinacionales que 
han contaminado el territorio ecuatoriano?  
  Sí ………    No……… 
14. ¿Sabe usted por qué los gobiernos en vez de demandar a las multinacionales por el 
daño ambiental, más bien han concedido certificaciones a la multinacionales, liberándolas 
de responsabilidades?  
  Sí ………    No……… 
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15. ¿Podría señalar por qué los gobiernos han concedido las certificaciones de 
liberación ambiental a las multinacionales?  
 Por connivencia………   Por corrupción……… 
 Porque han sido sobornados…… Por inmorales………. 
 Por todas las anteriores…………… 
16. ¿Cree usted que a más de los gobiernos, los pueblos tienen facultades legales para 
reclamar por daños a La Naturaleza?  
  Sí ………    No……… 
17. ¿Si usted es parte de La Naturaleza, cree que tiene el derecho personal para 
reclamar por daños a La Naturaleza, aunque no le afecten personalmente?  
  Sí ………    No……… 
18. ¿Estima que las comunidades pueden reclamar por cualquier tipo de daños a La 
Naturaleza sea que las afecten o no?  
  Sí ………    No……… 
19. ¿Así como usted tiene derecho a reclamar por cualquier tipo de daños a La 
Naturaleza; cree que puede hacerlo cualquier persona aunque no sea directamente 
afectada?  
  Sí ………    No……… 
20. ¿Estima que el buen vivir forma parte de los derechos de La Naturaleza?  






3.6. Procedimiento de la Investigación 
Por medio de los contactos personales obtenidos de las organizaciones gremiales y No 
Gubernamentales (ONGs) ya señaladas, se contrató personal especializado para la realización de 
las encuestas, bajo la dirección personal y la coordinación de la investigadora de la presente 
tesis. 
Dos personas atendieron las visitas personalizadas en la población de Pintag donde se hizo 
quince encuestas. Cinco se realizaron con miembros de la corporación Centro Ecuatoriano de 
Derecho Ambiental; y las cincuenta se completaron con trabajadores allegados a las tres 
centrales sindicales de trabajadores: CTE, CEDOC Y CEOSL, a razón de diez encuestas en cada 
una de ellas. 
Se emprendió también en el trabajo de encuestar a estudiantes de jurisprudencia de la 
Pontificia Universidad Católica del Ecuador,  en el decurso de su asistencia a las horas de clase, 
solicitándoles colaboración en sus momentos libres, bajo la indicación de que se trataba de un 
trabajo académico. De igual modo se hizo con alumnos de la Facultad de Jurisprudencia de la 
Universidad Central. 
De los profesionales de derecho se obtuvo una guía en el Colegio de Abogados de Quito, y 
se llamó previamente por Teléfono solicitándoles una cita, y sensibilizándoles respecto a la 
encuesta y a los objetivos académicos de la misma. Completados los cincuenta profesionales 
que accedieron se procedió al trabajo operativo. 
Bajo los procesos y distribución señalada del trabajo y conforme al diseño de la encuesta, se 
procedió a su materialización ejecutiva por medio del personal contratado, al que se lo capacitó 
previamente sobre los pormenores correspondientes a fin de que cumplan sus tareas en la forma 




Finalmente, a todo el personal de encuestadores, una vez que estuvo debidamente planificada 
y estructurada bajo los lineamientos teórico-metodológicos y práctico-ejecutivos que se dejan 
expuestos, se lo sometió al mando de una persona que se encargó de monitorear el 
cumplimiento de los horarios, sitios, lugares y procesamiento de las encuestas conforme a las 
instrucciones impartidas y a la capacitación que se les dio para el efecto. 
3.7. Procesamiento de la Información 
Antes de exponer los pormenores respecto al procesamiento de la información es 
indispensable tener claros algunas premisas conceptuales sobre esta materia, porque la 
información proviene de las encuestas a través de datos. 
Por consiguiente, es de suma importancia puntualizar algunas conceptualizaciones 
fundamentales que ayudarán a la comprensión del procedimiento empírico-directo realizado por 
medio de la investigación de campo y la encuesta señalada; especialmente para saber en qué 
consiste LA INFORMACIÓN obtenida: 
a) Una cosa son los datos obtenidos mediante la encuesta bajo los términos sistemáticos 
que se han dejado expuestos ya que éstos son simple guarismos numéricos o símbolos 
sin trascendencia conceptual directa; y, 
b) Otra cosa, muy distinta,  es la información que se puede traslucir, procesar y 
racionalizar a partir de los datos obtenidos, con el fin de poder verificar el 
cumplimientos de los objetivos, tanto general como específicos; y, además, comprobar el 
cumplimiento de la hipótesis o las fallas que ésta hubiera tenido en su formulación, toda 
vez que, por definición, la hipótesis es un supuesto (afirmativo o negativo) del que se 
parte para emprender el proceso investigativo; y, como supuesto puede ser que se 
cumpla o no. 
Por los razonamientos expuestos, es en esta parte de la investigación que se da el proceso 
cognoscitivo inverso al trazado para la elaboración del Plan. Explico: 
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a) Mientras el Plan investigativo parte del señalado supuesto hipotético, y por tanto de una 
generalización teórica (y hasta apriorística), lo cual implica una sistematización 
deductiva; y, 
b) En cambio al desarrollar el trabajo de investigación científica-empírica, aquella 
verificación de los datos por medio de la investigación de campo, y el transformarlos en 
INFORMACIÓN sistemática, permite el proceso inverso: ir de lo particular a lo general 
para comprobar los supuestos de la hipótesis y materializar los objetivos trazados, lo 
cual implica una sistematización inductiva, o empírica, de la que se pueden obtener 
las generalizaciones respectivas. 
De allí que al esbozar el Plan de la investigación se manifestó que la metodología, en sentido 
integral, sería dialéctica; o en doble sentido holístico: deductiva-inductiva que iría de lo general 
a lo particular; e, inductiva-deductiva que por medio de la verificación empírica iría de lo 
particular a lo general. 
Bajo los contenidos que se acaban de manifestar es que se procederá, en el siguiente 
capítulo, al análisis y a la interpretación de los resultados, por medio de la indicación de los 
datos obtenidos, la información que se haya logrado por medio de ellos; y las explicaciones o 
interpretaciones inferenciales y cualitativas de las percepciones sobre los Derechos de La 
Naturaleza que han manifestado las personas encuestadas. 
Por consiguiente, la información se la procesará de acuerdo a cómo las personas encuestadas 
manifiestan su capacidad para relacionar sus conocimientos acerca de la naturaleza, sus vínculos 
personales con ella, los derechos constitucionales de la naturaleza y los aspectos concernientes 






ANALISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
4.1. Análisis  e interpretación de datos obtenidos en las encuestas 
Las encuestas se realizaron de la forma que se hubo planificado; y una vez practicadas, se 
procedió  a recopilar la información por medio de los siguientes resultados obtenidos: 
La primera pregunta que se encaminaba a motivar el sentido de vínculos personales entre 
quien era encuestado con el tema matera de la investigación  y por ello se le interrogó si la 
persona encuestada se sentía parte de La Naturaleza. De los ciento cincuenta encuestados 123 
respondieron afirmativamente, es decir, que sí sentían que ellos (as) formaban parte de la 
naturaleza; en cambio veinte y siete personas contestaron negativamente. 
Esto significa que el 82 por ciento de las personas encuestadas se sienten parte de La 
Naturaleza, que forman parte de ella mientras que las 27 personas restantes conformarían el 18 
por ciento de los encuestados. 
La segunda pregunta consistía en averiguar su nivel de percepción cognitiva sobre los 
causantes de la mayor contaminación del planeta, por ello se les averiguó si sabía que quienes 
más contaminan La Naturaleza son las factorías de las sociedades multinacionales de los países 
desarrollados. 
Respecto de esta materia hubo unanimidad entre todas las personas integrantes de la muestra, 
pues el ciento por ciento de ellas contestó afirmativamente. 
La tercera pregunta consistía en averiguar si la persona encuestada sabía que las factorías de 
los países desarrollados, contaminan más La Naturaleza en una hora, que todo el Ecuador en un 
año. A este respecto también hubo resultados concordantes con la pregunta anterior, el ciento 
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por ciento de encuestados respondió afirmativamente. Esto, de otra parte demuestra un alto 
nivel de coherencia temática, sobre lo que respondían las personas consultadas, confirmando, de 
otra parte, que la población a la que iba encaminada la investigación de campo, estuvo bien 
seleccionada y también la muestra, dentro de ella. 
La cuarta pregunta se remitió a un ámbito de conocimiento específicamente jurídico, aunque 
para saberlo no se requería ningún tipo de especialización concreta en materia de las ciencias 
del Derecho. Se había contextualizado esta pregunta porque en los procesos de difusión de los 
derechos de La Naturaleza y de la defensa del medio ambiente se han dado ciertos ámbitos  de 
información mediática; y el público suele tener cierto conocimiento general de las vicisitudes 
que se generan alrededor de estos temas. 
En concreto la pregunta interrogaba: ¿Sabía usted que los gobiernos de Estados Unidos y 
Europa se han negado a suscribir los Instrumentos Internacionales contra el daño ambiental? 
También los encuestados respondieron afirmativamente por unanimidad. 
Era necesario indagar en qué medida los encuestados globalizaban los contenidos 
conceptuales de La Naturaleza, a través de señalamiento de una percepción sobre las 
consecuencias de los daños con que se le afecta, por ello la quinta pregunta fue planteada del 
siguiente modo: 
¿Sabía usted que el daño ambiental que causan los países desarrollados afecta a todo el 
Planeta Tierra; y por lo tanto a nuestro país? La respuesta de los encuestados fue afirmativa en 
un ciento por ciento, es decir, se mantiene un hilo lógico-cognitivo entre los miembros de la 
muestra elegida. 
Siguiendo con el desarrollo lógico inherente al concepto del daño sobre el ambiente, se 
preguntó a los encuestados, en sexto lugar si sabían que el daño al Planeta afecta a los Derechos 




Como séptima pregunta, se interrogó si sabían que a pesar de que, en el Ecuador, están 
garantizados los derechos de La Naturaleza nada se puede hacer contra los grandes 
contaminadores mundiales, el noventa y cuatro por ciento, o sea 141 personas de las 150 
encuestadas respondió afirmativamente; en cambio 9 de ellas manifestó que eso no es así, 
presuponían que algo se puede hacer. Esas nueve personas representaban el 8%. 
La octava pregunta, se encaminaba a encontrar una actitud de los encuestados, frente al 
hecho del qué hacer ante los hechos descritos puesto que, entonces, aparecería que los derechos 
de La Naturaleza no tuviesen relevancia jurídica. Por eso en la octava pregunta se les planteó: 
¿Cree usted, entonces, que los Derechos de La Naturaleza consagrados en la Constitución no 
tienen relevancia ante la contaminación mundial? 
El giro cognitivo de la aprehensión conceptual de los encuestados fue significativo pues 127 
personas contestaron negativamente, es decir que, así como en matemáticas menos por menos 
da más; en la respuesta a esta octava pregunta la doble negación se convierte en afirmación. Por 
tanto, aquellas 127 personas, el 84.67%, consideraban que los Derechos de La Naturaleza, 
garantizados constitucionalmente sí tienen relevancia ante la contaminación mundial. 
La novena pregunta giró en torno a si se debe reclamar internacionalmente, ante tribunales 
internacionales, por la contaminación que hacen las multinacionales. Frente a esta consulta los 
encuestados respondieron unánimemente que sí, o sea: el 100%. 
Pero si bien el pronunciamiento fue unánime en torno a que se debiera demandar ante 
tribunales internacionales por el daño que causan al ambiente las multinacionales, en cambio, la 
confianza sobre los resultados de tales demandas fue sumamente contraria, aunque dividida, 
pues: sólo 43 personas, esto es el 28.67% de los encuestados confiaba en la simple atención de 
aquellos tribunales; mientras que 107 encuestados, el 71.33% estimaba que no atenderían las 
demandas que se propusieran contra las multinacionales. 
Pero, si con el aspecto jurídico de la aceptación, la simple aceptación de una demanda contra 
las multinacionales por parte de los organismos, a causa de daños o afectaciones contra la 
naturaleza hubo criterios divididos entre los encuestados, cuya opinión mayoritaria del 71.33% 
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manifestó que no las aceptarían, las respuestas fueron contundentes en torno a la pregunta 11, 
que averiguaba si aquellos tribunales internacionales resolverían favorablemente a una demanda 
del Ecuador contra dichas Sociedades: el 100% consideró que no. 
Ya entrando en temas concretos sobre cuestiones materiales y objetivas de la contaminación 
y daños a La Naturaleza por parte de las sociedades multinacionales, en el territorio ecuatoriano, 
como pregunta número doce, se consultó si ¿Cree o conoce que las multinacionales han 
contaminado el territorio ecuatoriano?, el ciento por ciento de los encuestados contestó 
afirmativamente. 
Continuando con esa concreción específica sobre las posibilidades de reclamos concretos en 
torno a las afectaciones a La naturaleza se preguntó a los encuestados si creen que el Estado 
ecuatoriano debe demandar a las multinacionales que han contaminado el territorio ecuatoriano.  
Todos, es decir el 100%, respondieron unánimemente que sí. Esta fue la décimo tercera 
pregunta 
En décimo cuarto lugar, se planteó a los encuestados si sabían por qué los gobiernos en vez 
de demandar a las multinacionales por el daño ambiental, más bien han concedido 
certificaciones a la multinacionales, liberándolas de responsabilidades. Y para esta eventualidad, 
se les planteó solamente dos alternativas excluyentes: sí o no.  Todos respondieron 
afirmativamente, que sí conocían el porqué de lo que se les interrogaba. 
Pero, a renglón seguido, en la pregunta número 15, se les propone algunas alternativas, 
conjuntivas o excluyentes a elección de la persona que está siendo encuestada, sobre si podrían 
señalar por qué los gobiernos han concedido las certificaciones de liberación ambiental a las 
multinacionales; y el resultado no dejó de ser asombroso: a todas las alternativas contestaron 
afirmativamente, todos ellos. La primera alternativa era “por connivencia” o complicidad con 
las multinacionales: el 100% respondió que sí; la segunda alternativa decía “por corrupción”, 
también el 100% contestó afirmativamente; la tercera alternativa señalaba: “porque han sido 
sobornados”, también el 100% contestó que sí; la cuarta alternativa planteaba: “Por inmorales”, 
y todos respondieron afirmando que sí; como colofón, se propuso una quinta alternativa: “por 
todas las anteriores”, y la respuesta congruente fue del 100% afirmativa. 
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En décimo sexto lugar, se averiguó a los encuestados si cree que a más de los gobiernos, los 
pueblos tienen facultades legales para reclamar por daños a La Naturaleza. También los 150 
encuestados, el 100%, respondió que sí. 
La décimo séptima pregunta planteaba: “Si usted es parte de La Naturaleza: ¿cree que tiene 
el derecho personal para reclamar por daños a La Naturaleza, aunque no le afecten 
personalmente? Las respuestas fueron divididas: 117 personas, el 78%, contestaron 
afirmativamente; mientras que 33 personas, el 22%, estimaron que no. 
Una décimo octava pregunta planteaba: “¿Estima que las comunidades pueden reclamar por 
cualquier tipo de daños a La Naturaleza sea que las afecten o no?”, frente a ella, 136 
encuestados dijeron que sí, esto es el 90.67%; pero 14 de ellos, el 19.33%, consideraron que no 
La décimo novena pregunta formulada comenzaba planteando una afirmación “Así como 
usted tiene derecho a reclamar por cualquier tipo de daños a La Naturaleza”; y enseguida se 
formulaba la pregunta: “¿cree que puede hacerlo cualquier persona aunque no sea 
directamente afectada?”. Frente a ese sesgo de la interrogante, todas las personas, el 100%, 
contestaron que cualquier persona podría hacerlo. 
La vigésima, y última pregunta de la encuesta, abría la temática hacia otro de los 
componentes de estos derechos difusos de la naturaleza; y se averiguó a los encuestados: 
“¿Estima que el buen vivir forma parte de los derechos de La Naturaleza?”. El ciento por 
ciento de ellos respondió afirmativamente. 
A continuación se presenta el diagrama gráfico de los resultados obtenidos en la encuesta 
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15. ¿Podría señalar por qué los gobiernos han 
concedido las certificaciones de liberación 
ambiental a las multinacionales?  
Por connivencia
Porque han sido sobornados
Por corrupción
Por inmorales
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4.2. Verificación de Hipótesis 
Los Derechos Difusos del medio ambiente, entendido éste hoy como parte integral de La 
Naturaleza, conforman la titularidad jurídica de las personas, grupos humanos, colectividades, 
culturas y nacionalidades; y su ejercicio no depende sólo de la afectación a un derecho subjetivo 
específico, sino a un interés jurídico integral de La Naturaleza y de tales sujetos (personas o 






CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
5.1. Conclusiones  
 La Naturaleza, en su conjunto y como un  todo universal, fue elevada a la categoría 
jurídica de Sujeto de Derechos constitucionales; y, por lo tanto, tales Derechos 
abarcan una amplitud sobreentendida, pero en cierto modo indefinible. 
 Las indefinibilidades del contexto jurídico de la naturaleza, pueden tornar ambiguo 
al concepto jurídico ya que casi no hay una objetividad real; de allí que en la 
doctrina jurídica se hable de un derecho completamente difuso, tanto en el entorno 
jurídico-constitucional como en el contexto particular del Derecho Ambiental.  
 No resulta nada fácil determinar los ámbitos jurídicos que pueden abarcar a La 
Naturaleza como titular de sus derechos constitucionalmente reconocidos; y, dentro 
de ella, a los Derechos al Medio Ambiente y a la conservación o reparación de los 
daños genéricos y/o específicos que se lo puede causar, habida cuenta que toda 
actividad humana, por simple que parezca, deteriora el Ambiente de manera grave e 
incesante 
 Se agrava el problema jurídico tratado en la presente investigación toda vez que la 
difusividad de tales Derechos de La Naturaleza, puede determinar que ellos no se 
cumplan y que, por lo tanto, el establecimiento de dicha titularidad de derechos 
quede como simple declaración abstracta-hipotética, según ha ocurrido a lo largo de 





 No es muy operativo, ya en términos jurídico-objetivos, determinar en qué mismo 
radican los Derechos de La Naturaleza ni cómo va a ostentarlos o ejercerlos. He ahí 
su carácter difuso, un tanto impreciso, casi indeterminado y que puede generar (o de 
hecho genera) confusiones jurídico-substantivas o jurídico-procesales. 
 La cuestión es más difusa todavía, bajo los ámbitos jurídico-cognoscitivos de la 
Pacha Mama, como fuente del Buen Vivir y/o del Sumak kawsay, este solo, ya es un 
concepto demasiado amplio, que abarca el sentido de multi-etnicidad, inter-etnicidad 
y pluri-culturalidad, que complica aún más los contextos jurídicos; y, precisamente, 
torna difusos los derechos de la naturaleza. 
 Se requiere precisar los ámbitos jurídico-conceptuales de la naturaleza pues, al 
imponerse un sistema de apropiación privada de los recursos fundamentales de la 
naturaleza por parte de gigantescas sociedades multinacionales, bajo una 
institucionalización globalizada que además se controla por medio de los organismos 
técnicos especializados de la propia Organización de las Naciones Unidas, se ha 
impuesto también una depredación sistemática de los recursos naturales y una 
destrucción global del Planeta. 
 La depredación de la naturaleza por parte de las sociedades multinacionales ha 
llegado a niveles extremos, al punto que el daño planetario a la capa de ozono, ha 
convertido a las Zona Ecuatoriales de la Tierra, en verdaderos centros cancerígenos 
de la piel, por el elevado índice de filtraciones de rayos ultravioletas que en ciudades 
como Quito y toda la Región Interandina de Ecuador llega al triple del nivel máximo 
permitido sobre dichas filtraciones. 
 Se puede colegir, sin temor a equívocos que a las sociedades multinacionales no les 
importa la vida de los pueblos, de su hábitat, de sus recursos, de su medio ambiente.  




 El cuidado que personalmente se debe observar para la conservación de la naturaleza 
es importante, pero no es ése el problema fundamental. De nada sirve que toda la 
población del mundo “ponga la basura en su lugar” y que hasta la clasifique o recicle 
todos los desperdicios de materiales orgánicos e inorgánicos, cuando en una sola 
hora, las factorías de los Estados Unidos, o de cualquier otro país industrializado 
arroja alrededor de cinco millones de metros cúbicos de gas carbónico a la 
atmósfera, con evidente perjuicio para la capa de ozono. 
 Frente a realidades concretas que se han analizado en el presente trabajo, es que la 
nueva constitución vigente en el Ecuador, ha reconocido derechos específicos a La 
Naturaleza, conceptualizándola como la Pacha Mama, es decir como un ente vivo 
por sí mismo y como fuente de vida al misma tiempo, en sentido dialéctico, porque 
dentro de su entorno, el único de nuestro sistema solar, se genera la vida orgánica, en 
una relación de ciclos vitales donde cada cuerpo, cada partícula, cada molécula, cada 
átomo en inter-relación armónica, va creando multiplicidades de ciclos ecológicos 
que se inter-relaciones e interconectan. 
 Esta corriente neo-constitucional impuesta por el Ecuador, se ha trazado en vista de 
los hechos inobjetables que se han constatado en el subtema anterior; y porque no 
han sido suficientes ni eficaces, la serie de reuniones internacionales que se han 
llevado a cabo desde la Cumbre de la Tierra de 1990, reunión que tuvo la relevancia 
debida para el desarrollo de la consciencia mundial sobre el daño ambiental, y la 








 Es indispensable, por consiguiente, revelar manifiestamente dónde se encuentran las 
principales causas de la contaminación ambiental, dónde están los principales 
responsables del daño planetario y por qué no son suficientes las clásicas 
“recomendaciones” que se hacen en trabajos sobre materia ambiental: que no se 
boten papeles o que se clasifique la basura, cuando las propias multinacionales 
impulsan un sistema jurídico de privatizaciones hasta de la recolección de basuras; y 
bajo tal esquema es imposible clasificarla. 
 Es muy claro que no puede existir una norma jurídica, sin el objeto de esa norma 
jurídica, especialmente si los presupuestos generales de esa norma son no muy 
fáciles de ser aprehendidos; de allí que se torna indispensable la elaboración u 
promulgación de una nueva Ley para el Manejo de La Naturaleza, que se halle 
acorde con todos los lineamientos jurídico-constitucionales de sus Derechos. 
 Es indispensable identificar con claridad el poder oculto, y subterráneo, de las 
multinacionales con sus potestades de dominación sobre la institucionalidad imperial 
de sus propios Estados, rebasa la integridad del sistema jurídico y su fuerza 
coercitiva, ya que, en la práctica, la dominación efectiva que ejercen hace que se 
impongan sus intereses por medio de la institucionalidad Supra-Nacional de los 
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6.3. Antecedentes de la propuesta 
La propuesta se basa en el Plan de Tesis presentado ante los correspondientes organismos 
académicos y administrativos de la facultad de Jurisprudencia, Carrera de Derecho. 
Fue aprobada, entonces, la incursión en esta temática de la titularidad en los derechos 
difusos, derechos personales y derechos colectivos por daño ambiental, toda vez que desde el 
instante en que La Naturaleza fue elevada a la categoría jurídica de Sujeto de Derechos, éstos se 
han vuelto completamente difusos en el entorno jurídico y en el contexto particular del Derecho 
Ambiental. 
Se ha constatado, para la formulación de esta propuesta que, en efecto, formamos parte de la 
naturaleza todas las personas que poblamos este Universo habitable; y por lo tanto, todos 
somos, al mismo tiempo, los agentes que mayor daño directo y profundo podemos causarla (de 
hecho la estamos causando en forma incesante y continua); pero no sólo eso, sino que tales 
daños se causan a La Naturaleza con un claro nivel de consciencia, material y jurídica. 
Se requiere, por consiguiente, una propuesta como la presente, que se encamine a dar una 
precisión jurídico-conceptual, dentro de los cánones dispositivos de la Nueva Constitución, que 
vincula a la naturaleza con los ámbitos dispositivos del Régimen de Derechos, del Buen Vivir, 
del Sumak Kawsay, la interculturalidad, de la multi-etnicidad y de la pluriculturalidad. 
Es precisamente aquello lo que se ha logrado con esta investigación que se entrega a la 
Carrera de Derecho de la Universidad Central del Ecuador, pues se han analizado los contenidos 
intrínsecos, tanto materiales como jurídico-objetivos de aquello que constituye la Naturaleza, 
como objeto real de conocimiento y como ente  que hoy es titular de derechos, 
constitucionalmente reconocidos. 
De otra parte, se ha emprendido en un análisis sobre los alcances del daño ambiental, en 
medio de ese Gran Sujeto de Derechos que es “La Naturaleza”, para poder determinar sus 
consecuencias jurídicas y la titularidad de los portadores del Derecho para ejercer las acciones 
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pertinentes, dentro de aquellos ámbitos difusos, dentro de los derechos personales y en el 
entorno de los derechos comunitarios. 
6.4. Justificación 
Se ha justificado la propuesta investigativa porque con ella se ha dado un real aporte teórico-
doctrinario y jurídico-constitucional para la explicación y comprensión sistemática de los 
actuales Derechos Difusos de la naturaleza y del Medio Ambiente. 
Sobre esas bases teórico-cognoscitivas de La Naturaleza se ha podido determinar los reales 
alcances materiales, teóricos, filosóficos, de la naturaleza, de sus unidades planetarias y 
cósmicas, como un todo, del que depende su habitabilidad, su supervivencia en sí misma y los 
aspectos que atañen a sus afectaciones que pueden terminar con su destrucción completa. 
De otra parte, y ya en sentido práctico, o concreto operativo, la justificación de esta 
propuesta investigativa se ha desprendido de la determinación concreta sobre los sujetos 
titulares de tales Derechos en los ámbitos personales, grupales y colectivos a fin de que se 
legitimen sus reclamos para efectos de la defensa de derechos ambientales. 
Por todos los  elementos anteriores se desprende que la propuesta está justificada por la 
originalidad total del planteamiento, del enfoque y de la utilidad práctica para el ejercicio 
contemporáneo del derecho en cuestiones del Medio Ambiente, bajo los nuevos conceptos 
jurídico-constitucionales de los Derechos de la Naturaleza. 
Asimismo, la propuestas se justifica porque los beneficiarios de la presente tesis son todas 
las personas, ya que todos los habitantes del Ecuador forman parte de La Naturaleza; pero, 
además y particularizadamente, ya dentro del contexto de diversidad en el Estado Unitario del 
Ecuador, al esclarecerse jurídicamente los alcances de los Derechos de La Naturaleza, serán 
beneficiarias las comunidades, pueblos, nacionalidades y etnias, que hoy tienen pleno 
reconocimiento de derechos constitucionales y que en la actualidad están siendo perseguidas, 
hasta internacionalmente y en Cortes de Estados Unidos, por haber reclamado contra, daños 
ambientales cometidos por una Transnacional Petrolera. 
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Todo lo anterior tiene un impacto evidente e innegable en la seguridad jurídica del país y de 
los ciudadanos en particular y de sus comunidades, pueblos, nacionalidades y etnias, las que 
históricamente han sido preteridas en sus derechos, hasta por medio de leyes específicas que han 
declarado a sus tierras como “res nullius”, tierras de nadie, susceptibles de apropiación por 
cualquiera que las invada o se posesione.  La presente propuesta permite cambiar en algo esta 
realidad, sustentado el ejercicio de los derechos colectivos de aquellas comunidades, pueblos, 
etnias y nacionalidades. 
De modo que la propuesta tiene su debida justificación e importancia tanto del aporte 
indicado, como de la originalidad del planteamiento ya que esta temática no ha sido abordada 
bajo los contextos jurídicos tratados en la presente investigación. 
6.5. Objetivos: General y Específicos 
6.5.1. Objetivo General 
Determinar los ámbitos jurídicos de la Titularidad de los Derechos Difusos sobre la 
naturaleza y el medio ambiente para  establecer la legitimidad de las personas, grupos o 
colectividades que pueden ejercer el Derecho de Acción en caso de afectaciones al ambiente o 
de daño ambiental. 
6.5.2. Objetivos Específicos: 
 Determinar el ámbito jurídico-constitucional y la titularidad de los llamados 
derechos difusos del medio ambiente en función de los Derechos de La Naturaleza; 
 Establecer los márgenes jurídicos del daño en materia ambiental para precisar el 




 Determinar la titularidad de los derechos personales en el entorno jurídico del medio 
ambiente como parte de la naturaleza;  y, 
 Demostrar el contexto jurídico-constitucional de los derechos colectivos frente al 
daño ambiental. 
6.6. Fundamentación científico – teórica 
La titularidad, legitimación y cuestión procesal. INTERÉS LEGÍTIMO 
Una de las cosas sobre las que ha llevado a su debido entendimiento material y jurídico-
objetivo con la presente propuesta, es la premisa fundamental que ha sustentado a este trabajo, y 
que debieran sustentar a toda la comprensión jurídico-objetiva del Derecho, es que las normas 
jurídicas no son más que INSTRUMENTOS FUNCIONALES y operativos para sustentar 
determinados intereses e institucionalizar, conforme a dichos intereses, la legalidad y 
legitimidad de los mismos. 
¿Qué se ha querido decir con esto de que las normas jurídicas no son más que instrumentos 
funcionales? 
Simplemente, que las Normas de Derecho no hacen más que recoger ciertos contenidos 
valorativos de los intereses económico-sociales, ideológico-religiosos o político-culturales que 
imperan en determinado período histórico de la humanidad; y que se los imponen por parte de 
los grupos y clases sociales que dominan los aparatos políticos de los Estados, o sea, por los 
Gobiernos. 
Así, las normas de Derecho que legitimaban la existencia del esclavismo, desde las épocas 
del Estadio Superior de la Barbarie, hasta finales del siglo pasado, en algunos países como los 
propios Estados Unidos de América o Sudáfrica, no eran más que una forma de instituir: no 
solamente ese sistema de caza de seres humanos, para someterlos a la propiedad y dependencia 
de los cazadores, quienes a la vez eran dueños de los Estados y gobernantes de esos aparatos 
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jurídicos; sino de garantizar su comercialización, su trato bestial, su humillación y hasta la 
libertad de matarlos si eso era lo que convenía o se le antojaba al dueño de tales seres. 
Es de anotar, por otra parte, que con la Colonización europea, a los habitantes aborígenes del 
Continente Americano, a dichos seres ni siquiera se les asignaba la categoría JURÍDICA de 
miembros de la especie humana. 
Así, cuando España conquista y coloniza América, en los cenáculos pseudo “científicos”  de 
Europa y en los teocrático-religiosos del papado romano, se discutía, entre otras, cosas si “esa 
bruta animalia tendría algún asomo de alma”* (Cfr. Galeano, 1976)  
“En 1581, Felipe II había afirmado, ante la audiencia de Guadalajara, que ya un tercio 
de los indígenas de América  había sido aniquilado, y que los que aún vivían  se veían 
obligados a pagar tributos por los muertos. El monarca dijo, además, que los indios eran 
comprados y vendidos. Que dormían a la intemperie. Que las madres mataban a sus hijos 
para salvarlos del tormento en las minas. Pero la hipocresía de la Corona tenía menos 
límites que el Imperio: la Corona recibía una quinta parte del valor de los metales que 
arrancaban sus súbditos en toda la extensión del Nuevo Mundo hispánico, además de otros 
impuestos, y otro tanto ocurría, en el siglo XVIII, con la Corona portuguesa en tierras de 
Brasil. 
“No faltaban las justificaciones ideológicas. La sangría del Nuevo Mundo se convertía 
en un „acto de caridad‟ o una „razón de fe‟. Junto con la culpa nació todo un sistema de 
coartadas para las conciencias culpables. Se transformaba a los indios en bestias de 
carga, porque resistían un peso mayor al que soportaba el débil lomo de la llama, y de 
paso se comprobaba que, en efecto, los indios eran bestias de carga. Un virrey de México 
consideraba que no había mejor remedio que el trabajo en las minas para curar la  
„maldad natural‟ de los indígenas. Juan Ginés de Sepúlveda, el humanista, sostenía que los 
indios merecían el trato que recibían porque sus pecados e idolatrías constituían una 
ofensa contra Dios. El Conde de Bufón afirmaba que no se registraba en los indios, 
animales frígidos y débiles, ‘ninguna actividad del alma’. El abate De Paw inventaba una 
América donde los indios degenerados alternaban con perros que no sabían ladrar, vacas 
incomestibles y camellos impotentes.  
128 
 
“La América de Voltaire, habitada por indios perezosos y estúpidos, tenía cerdos con el 
ombligo a la espalda y leones calvos y cobardes. Bacon, De Maistre, Montesquieu, Hume y 
Bodin se negaron a reconocer como semejantes a los „hombres degradados‟ del Nuevo 
Mundo. Hegel habló de la impotencia física y espiritual de América y dijo que los 
indígenas habían perecido al soplo de Europa.   
“En el siglo XVII, el padre Gregorio García sostenía que los indios eran de 
ascendencia judía, porque al igual que los judíos „son perezosos, no creen en los milagros 
de Jesucristo  y no están agradecidos a los españoles por todo el bien que les han hecho‟.” 
(Cfr. Galeano, 1976, págs. 23, 24) 
Lo expuesto, puede extrañar a la mentalidad más reticente para mirar estas realidades. Y a la 
luz de la razón como de la normativa jurídica actual, esa legitimidad de opresión legal ya no 
sería posible. 
¿Pero, qué es lo que ha hecho o determinado que cambien los conceptos sobre la esclavitud, 
y que se eliminen las normas jurídicas que la establecían y garantizaban? 
Simplemente, los cambios en la realidad de las cosas; esto es: en la materialidad de los 
nuevos sistemas de explotación existentes desde la revolución Industrial; y por los nuevos 
sistemas de organización económico-social y jurídico-política de los Estados Modernos, ya no 
es viable seguir conservando tales sistemas de dominación, al menos en forma abierta, directa e 
institucionalizada por los Estados; ya que, a la luz de los Derechos Humanos, se los estaría 
violentando. 
Por ello es que el ecuador se ha convertido en uno de los países de avanzada a nivel mundial, 
pues en vista de esa funcionalidad de las normas jurídicas, ha asignado plenos Derechos a La 
Naturaleza, de tal modo que esa entidad material dentro de la cual habitan las personas y todas 




Esta normativa, por consiguiente, se encamina a frenar la impunidad frente a la depredación 
de la naturaleza y a los daños ambientales que provocan las gigantescas sociedades multi-
nacionales saqueadoras de las riquezas de pueblos y naciones como las nuestras, a las que 
consideran sus “aldeas globales”. 
6.7. Plan Operativo de la propuesta 
El Plan Operativo de la Propuesta de Investigación fue debidamente estructurado, tramitado 
y aprobado por la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad Central del Ecuador, Carrera de 
Derecho; y, en él se consideran las líneas generales consistentes en: 
a) Investigación teórico-bibliográfica; 
b) Investigación de campo, en base a muestreo aleatorio, entre los usuarios crediticios de 
las entidades del sistema financiero, particularmente de los bancos con cobertura 
nacional; y, 
c) Exposición de los resultados informativos arrojados por la encuesta técnicamente 
realizada, con los que se confirman las violaciones flagrantes de la normativa legal sobre 
los contratos de mutuo dinerario y surge la necesidad objetiva de una reforma legal que 
impida este tipo de elusiones a las leyes nacionales. 
6.8. Administración 
La Facultad de Jurisprudencia, y particularmente la carrera de Derecho, de la Universidad 
Central del Ecuador son las que debieran tomar a su cargo la canalización y difusión de los 
contenidos teórico-jurídicos expuestos en la presente Tesis ya que, en su calidad de autora, la 
proponente cede los derechos de uso de las ideas y conceptos vertidos en esta Tesis, tanto con 
fines académicos como de divulgación. 
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Toda vez que el presente trabajo investigativo reúne las condiciones y cualidades académicas 
de originalidad completa en sus formulaciones, planteamientos y propuestas, y en aras de la 
transparencia académica curricular de nuestra Universidad, se debieran establecer sistemas 
informáticos y seguros de acceso para que estos conocimientos tengan suficiente circulación en 
el mundo académico del Derecho y para que puedan ser confrontados con sinceridad y 
franqueza. 
6.9. Previsión de la evaluación 
*Es claro que los resultados obtenidos, tanto por la investigación bibliográfica con la cita 
precisa y pertinente de reconocidos autores del Derechos, citas que han sido obtenidas en 
número de 21 por consultas de libros y 5 de los portales de internet. Estas referencias 
bibliográficas dan fe de la profundidad y transparencia con la que se ha procedido en el decurso 
investigativo 
Adicionalmente, en la evaluación de la propuesta, debe tomarse en cuenta que se han 
realizado ciento cincuenta encuestas, luego de una rigurosa selección de las entidades idóneas 
tomadas como población. Dichas encuestas fueron debidamente planificadas, estructuradas y 
monitoreadas en su ejecución para que no existan distorsiones en la información  recopilada, 
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